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RESUMEN 

Esta investigación analiza el impacto de la inteligencia artificial (IA) como mecanismo de 

eficiencia en la administración de justicia en Ecuador, con un enfoque particular en su 

aplicación en los juzgados y tribunales de Chimborazo, se examina cómo la IA puede 

contribuir a la reducción de la carga procesal, mejorar la calidad en la toma de decisiones 

judiciales y optimizar el acceso a la información que abarca un procedimiento legal. 

El estudio adopta un enfoque mixto, empleando métodos deductivos, jurídico-analíticos y 

comparativos para evaluar la viabilidad de la IA en el sistema judicial ecuatoriano la 

investigación incluyó encuestas a abogados y funcionarios judiciales de la ciudad de 

Riobamba, cuyos resultados reflejaron una tendencia favorable hacia la implementación de 

IA, destacando sus beneficios en la automatización de tareas repetitivas y la mejora en la 

calidad del servicio legal. No obstante, también se identificaron desafíos como la falta de 

infraestructura tecnológica, la resistencia al cambio y la necesidad de un marco normativo 

claro para su implementación efectiva. 

Los hallazgos sugieren que la IA puede desempeñar un papel clave en la modernización del 

sistema judicial ecuatoriano, facilitando el procesamiento de información, la predicción de 

decisiones y la gestión de expedientes, se enfatiza la importancia de su uso complementario 

a la labor humana, garantizando la supervisión y mitigación de riesgos asociados a la 

privacidad y la equidad en la justicia. 

Este estudio aporta una base teórica y empírica para futuras iniciativas que busquen integrar 

la IA en la administración de justicia en Ecuador, promoviendo una justicia más accesible, 

eficiente y acorde con los avances tecnológicos y los principios establecidos en la 

constitución de la República. 

 

Palabras clave: Inteligencia Artificial, Administración de Justicia, Innovación 

Tecnológica, Derecho Comparado. 

 

 

 

.  



 

ABSTRACT 
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CAPÍTULO I 

1. INTRODUCCIÓN 

En el presente trabajo investigativo se abordará sobre “La Potencialidad de la 

Inteligencia Artificial como mecanismo de eficiencia en la Administración de Justicia”; para 

ello, es menester indicar que la inteligencia artificial, emergió como una herramienta 

innovadora y transformadora en diferentes campos, entre ellos el ámbito legal de cada país, 

donde su aplicación se perfila como una alternativa para mejorar la eficiencia dentro del 

sistema judicial en nuestro país. 

La administración de justicia se compone de varios principios que garantizan el 

correcto funcionamiento del sistema procesal, el principio de eficiencia es un principio 

fundamental, ya que garantiza a los ciudadanos que acceden al sistema judicial obtengan una 

resolución oportuna de sus conflictos. Sin embargo, en Ecuador, en los últimos años se 

afronta una congestión procesal, debido al número de causas que ingresan diariamente, 

ralentizando las actividades que se desarrollan en las diferentes etapas o actividades dentro 

de un proceso, vulnerando los principios rectores bajo los cuales se desarrolla un juicio.  

Según el Consejo de la Judicatura (2020), la congestión de casos ha alcanzado niveles 

críticos, lo cual se traduce en demoras y una percepción de justicia lenta y poco efectiva por 

parte de la sociedad, esta problemática exige el desarrollo de soluciones innovadoras, y una 

de ellas es el uso de tecnologías avanzadas, como la implementación de inteligencia 

artificial, que guíe a funcionarios de la administración de justicia, y a las partes procesales 

durante todo el procedimiento judicial. 

Países como Brasil, España y Estados Unidos, entre otros hacen uso de la Inteligencia 

Artificial en sistemas judiciales para acelerar la toma de decisiones, mejorar la asignación 

de jueces y priorizar casos, resultando en una reducción significativa el tiempo de resolución. 

Estos resultados sugieren que su implementación en el Ecuador podría aliviar la carga 

procesal y promover una justicia más accesible y oportuna.  

Si bien existen iniciativas digitales en la administración pública y judicial, la 

integración de IA, en los procesos judiciales es limitada y enfrenta desafíos significativos, 

incluyendo la resistencia cultural al cambio, la falta de infraestructura tecnológica adecuada 

y una legislación que aún no regula específicamente el uso de estas innovaciones 

tecnológicas dentro de los tribunales. 

El presente estudio tendrá un enfoque cualitativo, empleando una metodología 

inductiva que permitirá analizar la situación de la administración de justicia en Chimborazo, 
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obteniendo conclusiones a medida que se examinan las circunstancias sobre la viabilidad y 

el potencial de la Inteligencia Artificial. Por otro lado, el método dogmático servirá para 

interpretar y analizar la legislación ecuatoriana relacionada con el derecho a una 

administración de justicia eficiente, mientras que el método “jurídico-comparativo” e 

“histórico-lógico” permitirá evaluar las prácticas internacionales sobre la implementación 

de Inteligencia Artificial en otros países y contrastarlos con la situación en Ecuador. 

Este estudio busca obtener una base teórica y analítica, para la creación de normativa 

en donde mencionen ciertas restricciones para su mejor desarrollo, y de esta manera mejoren 

el sistema judicial ecuatoriano, para que no se vean vulnerados ciertos principios que rigen 

en la administración de justicia como el principio de celeridad, eficacia y eficiencia, para 

que no se vulneren los derechos de los sujetos procesales en el desarrollo de un juicio. Es 

por esto, que nuestro objetivo es verificar la capacidad de la IA, como un instrumento para 

reducir el problema principal que es la carga procesal en los juzgados y tribunales de 

Chimborazo.  

1.1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

Debemos tomar en cuenta que, a nivel mundial, los sistemas de justicia enfrentan un 

desafío persistente: la sobrecarga procesal, caracterizada por el exceso de casos pendientes 

en los tribunales y los significativos atrasos que esto genera en varias dependencias judiciales 

y en las actividades que desarrollan tanto funcionarios como para las partes involucradas, 

desembocando en retrasos significativos para las partes involucradas. De acuerdo con los 

datos del informe Rule of Law Index del año 2022, países como India, Estados Unidos y 

Francia tienen los más altos índices de congestión judicial (World Justice Project, 2022) 

En algunos países, el uso de IA emergió como una herramienta transformadora, 

países como Colombia, Brasil, España y Estados Unidos han implementado sistemas 

basados en IA, que pueden ayudar con los casos de forma más rápido y accesible, esto 

significa que pueden emplear menos personas para tareas más complejas. Hay que tener en 

cuenta que al momento de usar este tipo de tecnologías es necesario siempre de la 

supervisión humana, de esta manera se garantizara la equidad y la imparcialidad en cada una 

de las decisiones judiciales (Susskind, 2020).  

Se verifico también que en el año 2021, en base al informe elaborado por el (Centro 

de Estudios de Justicia de las Américas, 2021) que en América Latina, por ejemplo países 

como Brasil y México reciben cientos de casos cada año por lo que enfrentan una crisis 

dentro de sus sistemas judiciales debido al atraso en los casos, provocados por factores como 
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la corrupción, el avance tecnológico, infraestructura inadecuada y una baja inversión en 

personal judicial , es por esto que resulta difícil concretar procesos judiciales de manera 

inmediata y como consecuencia algunos casos pueden tardar años en obtener una resolución, 

dejando en indefensión a los actores judiciales. 

A nivel nacional, los tribunales atraviesan retrasos significativos debido a la falta de 

personal, sobrecarga procesal y recursos tecnológicos adecuados, provocando saturación en 

el sistema judicial. En 2023, el Sistema Judicial Ecuatoriano recibió 639.618 procesos 

judiciales, sin contar las denuncias realizas en las distintas unidades de la fiscalía general del 

estado a nivel nacional, de las cuales 609.924 quedaron en trámite al culminar el año, durante 

ese periodo se resolvieron 330.886 causas incluyendo algunas que estaban en trámite años 

anteriores, de acuerdo a los datos que muestra el (Consejo de la Judicatura, 2023), a pesar 

del alto número de procedimientos resueltos, se evidencia una significativa sobrecarga 

procesal para los siguientes años. 

Considerando que la Constitución de la República del Ecuador establece principios 

para el ejercicio de los derechos, como el principio de eficiencia, mediante el cual se busca 

proporcionar a todos los ecuatorianos un acceso a la justicia de forma rápida, eficaz y 

eficiente y obtener una resolución en un tiempo prudencial, pese a ello el elevado número 

de causas, la falta de personal en las instituciones de justicia, desconocimiento acerca de las 

etapas bajo las cuales se desarrolla un proceso civil o penal ocasiona una opinión de una 

justicia lenta y en muchos casos inaccesible para las personas. 

Las condiciones que, en ocasiones, se presentan en el sistema de justicia, afectan 

tanto la celeridad, la eficiencia y eficacia en la gestión de casos dentro de la administración 

de justicia, lo que deriva en pérdidas de oportunidades procesales esenciales y en la 

vulneración de derechos de las parte involucradas, derechos como el acceso a la justicia, ya 

que implica que el Estado mediante sus diversas instituciones garantice la existencia y el 

correcto desarrollo de un sistema judicial libre, independiente y eficaz, derecho de tutela 

judicial efectiva, derecho a la defensa, derecho a la seguridad jurídica y derecho al debido 

proceso. 

Como se mencionó anteriormente este trabajo investigativo busca aportar de alguna 

manera sobre la posibilidad de implementar sistemas de IA para mejorar el rendimiento y la 

gestión del sistema judicial ecuatoriano, por lo que hemos optado por realizar un análisis 

comparativo con países que han empleado este tipo de herramientas, y determinar su 

factibilidad para una posterior aplicación en las diferentes unidades de la fiscalía general del 

estado y dependencias judiciales. 
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1.1.1. Formulación del Problema  

¿La Inteligencia Artificial permite descongestionar la carga procesal que enfrenta la 

Administración de Justicia, con la finalidad de cumplir con el principio de eficiencia que 

rige en el Sistema de Justicia y en la Constitución de la República del Ecuador? 

1.2.  JUSTIFICACIÓN  

La importancia de la presente investigación radica en la posibilidad de aplicar la IA 

en la administración de justicia en Ecuador, específicamente para analizar su potencial en la 

reducción de la carga procesal en las Unidades de la fiscalía general del Estado y Unidades 

Judiciales en la ciudad de Riobamba, provincia de Chimborazo. 

Al enfocar la investigación en un análisis comparativo y dogmático, este estudio no 

pretende realizar una implementación directa de la IA, ya que es un análisis netamente 

comparativo y dogmático, lo que busca es proporcionar una base para evaluar su viabilidad 

y explorar cómo otros países han abordado el uso de esta tecnología en el ámbito judicial, 

por lo que su enfoque esta principalmente en contribuir con nueva información sobre el 

impacto de la IA en el sistema judicial, el cual es un tema poco explorado. Además, el 

análisis de casos en países como Brasil, Colombia, Argentina, donde estas herramientas se 

han usado para optimizar tiempos y recursos judiciales, permitirá identificar si existen bases 

y condiciones en Ecuador para adaptaciones similares (Perez, 2022).  

La problemática abordada es la saturación judicial y sus efectos en la administración 

de justicia, los cuales han generado una percepción de ineficiencia y desconfianza en el 

sistema. De acuerdo con el autor (Torres, 2020) la falta de celeridad y eficiencia vulnera 

derechos fundamentales, lo cual justifica la búsqueda de soluciones tecnológicas 

innovadoras.  

Después de realizar un análisis se desprende que este tipo de sistemas automatizados 

podrían permitir a los jueces y funcionarios centrar y analizar procesos judiciales en los 

cuales una vulneración de derechos sea inminente y no pueda ser víctima de retrasos 

injustificados, lo que ayudaría a un tipo de administración de justicias más rápida y eficaz, 

de esta manera lo que se verían beneficiados serían los ciudadanos ya que se pondera evitar 

que se vulneren los derechos al no acatar los términos judiciales por la incesante carga . 

procesal. Este trabajo busca la forma de ofrecer conocimientos concretos en cuanto al 

desarrollo académico como a la formulación de mejores políticas públicas para nuestro país, 

es por ello por lo que la metodología se centra especialmente en una investigación analítica 

y teórica con un enfoque dogmática, inductivo y comparativo.  
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El presente trabajo se alinea bajo un enfoque teórico con lo que se espera que las 

conclusiones de la investigación puedan servir como base para unas futuras iniciativas en el 

sistema judicial de nuestro país, hay que tomar en cuenta, que se busca proporcionar una 

perspectiva analítica sobre el uso de estos sistemas automatizados contribuyendo así a la 

modernización y doctrina jurídica en relación con temas de inteligencia artificial. Por otro 

lado, los beneficiarios directos los componen funcionarios judiciales y académicos, los 

cuales podrían utilizar estas herramientas de forma diaria.  

Indirectamente, la sociedad ecuatoriana se beneficiaría al tener un sistema judicial 

más eficiente y accesible, lo que aumentaría la confianza en las instituciones y en el ejercicio 

de sus derechos. 
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1.3.  OBJETIVOS 

1.3.1. Objetivo General  

Analizar el impacto potencial de la implementación de la Inteligencia Artificial en los 

procesos judiciales internacionales para mejorar la eficiencia en la administración de justicia 

de los juzgados y tribunales de Chimborazo. 

1.3.2. Objetivos Específicos  

• Analizar los fundamentos teóricos y principios normativos que rigen la administración 

de justicia, y su relación para el desarrollo tecnológico en la Función Judicial.  

• Examinar, por medio de un enfoque comparativo, las experiencias internacionales de 

aplicación de Inteligencia Artificial en países como Brasil, Colombia y Argentina, y su 

posible adaptación al sistema de justicia ecuatoriano. 

• Evaluar la factibilidad técnica, económica y social de implementar Inteligencia 

Artificial en los juzgados y tribunales de Chimborazo, considerando sus características 

específicas. 
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CAPÍTULO II 

2. MARCO TEÓRICO 

2.1.  ESTADO DEL ARTE  

En el presente apartado se plasmará investigaciones, artículos, temáticas que 

abarquen información actualizada sobre el tema “La Potencialidad de la Inteligencia 

Artificial como mecanismo de eficiencia en la Administración de Justicia”, esta temática ha 

sido desarrollado, a nivel internacional; sin embargo, a nivel nacional, es un tema con pocas 

referencias, pues nuestro sistema de justicia, si bien ha implementado mecanismos 

tecnológicos para su procesamiento, es evidente que la carga procesal que ingresa 

constantemente es incesante, motivo por el cual congestiona que los procesos se lleven a 

cabo de una manera eficaz y eficiente lo que provoca una desconfianza en el sistema judicial.  

Es importante mencionar que (Granado, 2019) señala en su artículo “Inteligencia 

artificial aplicada a los procesos judiciales: la experiencia brasileña” que se han usado 

diversas técnicas mediante la inteligencia artificial que permiten garantizar un mayor acceso 

a la justicia, mediante el acceso a la información y en consecuencia a las decisiones que 

emite el Poder Judicial, además se ha evidenciado que la Inteligencia Artificial agilita la 

verificación de datos e información de forma más rápida y eficaz, digitalizando ciertas tareas 

que les correspondía a los servidores públicos.  

Por otra parte (Sayati, 2022) en su libro “El uso de la inteligencia artificial en el poder 

judicial: teoría y práctica”, indica que las principales funciones en las que puede intervenir 

la Inteligencia Artificial dentro de los procedimientos en los juzgados podría ser para la 

organización de datos, la consultoría y la previsión, lo cual garantizara la uniformidad de la 

práctica judicial y la transparencia de los documentos judiciales, de esta manera quien desee 

acudir al sistema de justicia tendrá herramientas que le ayuden a predecir la probabilidad de 

éxito de la solicitud que se está demandando y tomar una decisión sobre esa base sin acudir 

a los tribunales evitando así aumentar la carga procesal. 

En el ámbito judicial la IA puede ser una parte muy indispensable para aliviar la 

carga procesal, especialmente al facilitar la resolución de casos sencillos y permitir que los 

conflictos más complejos se resuelvan en el menor tiempo posible, por ejemplo, como el 

Tribunal de Resolución Civil en Canadá y el sistema VICTOR en Brasil muestran cómo 

estas tecnologías optimizan la gestión judicial y reducen la saturación procesal. Por otro 

lado, en nuestro país, iniciativas como el sistema e-SATJE representa un avance significativo 

hacia la modernización tecnológica, cabe recalcar que como es algo nuevo su aplicación aun 
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es limitada, sin embargo, la integración de IA en procesos judiciales ecuatorianos podría 

implementarse en casos simples por ejemplo los que se pueden resolver en menos de una 

semana, fortaleciendo así el uso de medios alternativos de solución de conflictos (Vallejo 

Aristizábal, 2021). 

Por otro lado, la autora (Segura, 2023) en su artículo “Inteligencia artificial y 

administración de justicia: desafíos derivados del contexto latinoamericano”, describe 

menciona el impacto de estas tecnologías en la región, la cual señala que, si bien la IA puede 

acelerar los procesos y mejorar la previsibilidad de las decisiones, también existe riesgos 

importantes, como la posibilidad de sesgos, discriminación o falta de transparencia en los 

algoritmos utilizados. 

 En el contexto latinoamericano, marcado por desigualdades estructurales y la brecha 

digital, la implementación ética enfrenta desafíos adicionales relacionados con la pobreza, 

la conectividad limitada y la fragilidad institucional. 

Además, en el artículo “Decisiones judiciales asistidas: paradigma del juez y juez en 

cuanto al uso de inteligencia artificial” señala que la introducción de sistemas inteligentes 

en el campo del derecho es resultado de nuevos esfuerzos en un espacio limitado a los jueces 

que deliberan como representantes humanos. Por lo que cabe preguntarse ¿Cómo influye la 

inteligencia artificial en la toma de decisiones judiciales y garantiza la seguridad jurídica? 

Situación que nos lleva a creer que las herramientas tecnológicas ya están disponibles para 

las autoridades judiciales. Sin embargo, cuando se utilizan técnicas de aprendizaje 

automático, se debe revisar su implementación para cumplir con las garantías de validez y 

legalidad que exige la ley (Montañez Sierra, 2020). 

2.2.  ASPECTOS TEÓRICOS. 

2.2.1. UNIDAD 1: PRINCIPIOS Y FUNDAMENTOS DE LA INTELIGENCIA 

ARTIFICIAL EN EL ÁMBITO JUDICIAL 

2.2.1.1. Definición y características de la Inteligencia Artificial. 

La inteligencia artificial (IA) ha evolucionado hasta convertirse en un componente 

esencial en diversas disciplinas, entre ellas el ámbito judicial, su definición y características 

fundamentales han sido objeto de un amplio debate dentro de un campo jurídico y 

tecnológico, en términos generales, se entiende como la capacidad de los sistemas 

informáticos para realizar tareas que normalmente requieren inteligencia humana, tales como 

el aprendizaje, el razonamiento y la resolución de problemas (Castro Colmenares, Sánchez 

Cortez, & Ortegón Suárez, 2021).  
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La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) la define 

como un sistema que, mediante modelos computacionales avanzados, puede inferir 

información a partir de datos y realizar predicciones basadas en dichos patrones, la 

predicción que realizaran estos sistemas informáticos se basa de la cantidad de referencias o 

información bajo la cual son diseñados. 

Según los autores (Russell & Norvin, 2021) la inteligencia artificial abarca una gama 

de tecnologías y enfoques, desde sistemas basados en reglas hasta algoritmos avanzados de 

redes neuronales profundas, esta diversidad refleja un campo multidisciplinario que 

interviene en diversas áreas. 

Un ejemplo común de la utilización de la IA en el ámbito judicial es la redacción de 

documentos legales, lo cual ayuda verificando si existe o no inconsistencias que podrían 

pasar desapercibidos para un funcionario, de esta forma se obtiene una mayor precisión y 

coherencia de los textos a analizar. 

Además, la adaptabilidad de los sistemas, pueden ajustarse a diferentes cuerpos 

legales mediante el aprendizaje de regulaciones específicas de cada jurisdicción (Cabrol, 

Gonzales, Pombo, & Sanchez, 2020). Por ejemplo, sistemas basados en aprendizaje 

supervisado que puedan analizar sentencias previas para prever el posible desenlace de un 

caso nuevo, mientras que los modelos no supervisados identifican patrones sin una guía 

previa, como la detección de fraudes en contratos. 

De acuerdo con el artículo ( Inteligencia artificial y buenas prácticas: gobernanza, 

gestión y auditoría, 2024), se ha desarrollado un borrador del Código de Buenas Prácticas 

para el uso de IA, en el que se menciona lo importante que es tener un registro detallado que 

establezca y evalué los riesgos en cada etapa del desarrollo de estos sistemas automatizados, 

todo esto con el finde garantizar los derechos de los intervinientes y se fomente la protección 

de datos. Dentro del sistema judicial no solo ayuda con tareas administrativas, si no que 

fomenta la transparencia y justicia en la toma de decisiones, además de ayudar a los 

ciudadanos que entiendan cada uno de sus procedimientos de manera eficaz  

Sin embargo, para que se garantice que estos sistemas sean utilizados de manera 

responsable y ética, es importante que estos sistemas sean desarrollados de tal manera que 

no vulneren los principios de responsabilidad, aplicabilidad y transparencia (Sayati, 2022),  

Hay que considerar que la tecnología avanza diariamente, la IA no se queda atrás, 

por lo que ofrece herramientas eficaces para resolver varias áreas en el ámbito laboral, todo 

esto gracias a que su capacidad permite procesar datos masivos, aprender de la experiencia 
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y realizar trabajos de manera automatizada con el fin de hacer de la administración de justicia 

en nuestro país más accesible y transparente. 

2.2.1.2. Evolución Histórica de la Inteligencia Artificial en el Derecho. 

La inteligencia artificial en el ámbito del derecho ha ido cambiando poco a poco con 

el tiempo en la integración de tecnologías avanzadas para mejorar los sistemas judiciales y 

facilitar el acceso a la justicia, durante los años 60 y 70empezó a crecer con sistemas que 

seguían determinadas reglas y los primeros intentos de hacer redes neuronales. Pero no todo 

fue bien, por ejemplo, después de un tiempo no se llevó a cabo ciertas expectativas y hubo 

momentos en los que la tecnología se estancó y a estos periodos se los llamo inviernos de la 

IA. 

En sus primeros inicios la Inteligencia Artificial era acatada por sistemas basados 

específicamente en ciertas reglas como los sistemas expertos, para lo cual usaban bases de 

datos para proporcionar análisis legales y dar consejos. Un ejemplo representativo de esta 

época fue MYCIN, que fue diseñado para ayudar a los médicos con los diagnósticos, pero 

tiempo después consideraron importante para casos legales, los cuales fueron utilizados 

como base para las nuevas generaciones. 

Alrededor de los años 80 y 90, la cosa fue evolucionando y empezaron a salir 

sistemas más sofisticados capaces de realizar análisis legales más complejos. Por ejemplo, 

desarrollaron programas capaces de buscar en su base de datos leyes y casos anteriores para 

de esta manera relacionarlos con los actuales, aquí nacieron herramientas como LexisNexis 

y Westlaw, que facilitaron el acceso a jurisprudencia y legislación, por lo que estas marcaron 

algo significativo al reducir el tiempo necesario para la investigación legal, democratizando 

el acceso a información crítica. 

A inicio del año 2000, el aumento de equipos tecnológicos como computadoras y la 

capacidad para almacenar más información, las herramientas de IA, ocuparon un campo 

significativo en diversas áreas gracias a la digitalización de documentos y el constante 

aprendizaje automático se logró que tareas administrativas rutinarias sean realizadas sin la 

intervención de manipulación humana. 

En Sudamérica, Brasil fue uno de los primeros países en la adopción de la IA en el 

campo del derecho. Por ejemplo, en 2024, el Senado Federal de Brasil aprobó el Proyecto 

de Ley 2.338/2023, que establece un marco regulatorio para el desarrollo y uso de este 

sistema en el país. 
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Una parte muy importante fue la implementación del sistema INACIA (Instrução 

Assistida com Inteligência Artificial), que ayuda a analizar casos en el Tribunal de Cuentas 

de la Unión (TCU), este sistema se utilizaba para leer documentos legales, sacar información 

importante y hasta hacer propuestas para tomar decisiones (Pereira, y otros, 2024))  

El autor (Velastegui Campoverde, 2022), enfatiza en el hecho que los algoritmos 

puedan aprender de casos pasados permitiendo la creación de sistemas predictivos que 

pueden anticipar los resultados de litigios con alta precisión de cómo podría terminar un 

juicio, en Estados Unidos, por ejemplo, se han utilizado para guiar a los abogados a elegir 

mejor las estrategias y en Brasil para priorizar casos en tribunales congestionados. 

En resumen, la historia de la IA en el derecho muestra que se ha avanzado 

muchísimo, pasando de programas muy básicos a herramientas súper útiles que están 

cambiando la forma en que se hace justicia. Eso sí, aunque hay muchas oportunidades, 

también hay retos, así que hay que seguir adelante con cuidado y pensando siempre en lo 

que es justo y ético. 

2.2.1.3. Principios dentro de la Administración de Justicia  

La aplicación de IA en el sistema judicial debe alinearse con los principios rectores 

que emana la Constitución de la República del Ecuador (CRE), y demás cuerpos normativos 

que organizan la estructura y funcionamiento del sistema de justicia, de esta forma se 

garantizará que las nuevas tecnologías respeten los derechos fundamentales y promuevan 

una justicia equitativa, oportuna y accesible para todos los ecuatorianos. 

Los principios en la administración de justicia constituyen los pilares fundamentales 

que garantizan el adecuado desarrollo de las instituciones judiciales, buscan fortalecer la 

confianza de la ciudadanía en el sistema judicial, la correcta aplicación de estos principios 

no solo optimiza el acceso a la justicia, sino que también contribuye al estricto cumplimento 

de plazos o términos, existen principios que buscan fortalecer el sistema de justicia con miras 

a un desarrollo innovador, que adapta la posibilidad de implementar la IA dentro del Sistema 

de Justicia. 

Es menester señalar que la CRE, establece las entidades que comprenden la 

Administración Pública, compuesto entre otros, por los organismos y dependencias de la 

función judicial, pues menciona taxativamente en el primer numeral del artículo 225 lo 

siguiente “ Los organismos y dependencias de la función Ejecutiva, Legislativa, Judicial”, 

en concordancia con el artículo 227 ibidem señala que la administración de justicia, se rige 

por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 



24 

 

descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación, 

donde sus instituciones y dependencias deben actuar como un servicio a la colectividad. 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

En similar sentido el art. 168 de la Carta Manga establece al sistema procesal como 

un medio para la realización de la justicia, bajo normas procesales que consagrarán los 

principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía 

procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso” (Asamblea Constituyente, 

2008), este precepto orienta y promueve el cumplimiento de valores esenciales para un 

sistema justo y eficiente. 

La unificación y el desarrollo de los mencionados principios obliga a las instituciones 

del estado actuar de manera íntegra, de modo que demuestre resultados que reflejen la 

conformidad de los usuarios con el sistema de justicia, por una parte, el principio de 

eficiencia y coordinación, obliga a las instituciones maximizar el uso de recursos disponibles 

para garantizar el cumplimiento de sus funciones mediante una cooperación efectiva entre 

diversas instituciones del estados sean judiciales o no judiciales, bajo este principio las 

instituciones deben actuar con calidad y de manera coordinada para garantizar el 

cumplimiento de sus diversas funciones. 

Bajo estos principios se desarrollan los demás instrumentos legales que sustentan el 

derecho adjetivo, desarrollados en el Código Orgánico General de Procesos(COGEP),  

Código Orgánico Administrativo (COA), es importante recalcar que en el Código Orgánico 

Integral Penal (COIP) si bien no se desarrolla taxativamente estos principios, el artículo 4 

menciona que se asegurara la dignidad humana de los intervinientes, de este modo se exige 

que las instituciones del estado realicen una gestión integrada y armoniosa en todas las etapas 

procesales, siendo necesario un trabajo conjunto entre jueces, fiscales y defensores públicos 

o privados. 

En cuanto al principio de eficacia está muy relacionado con la eficiencia ya que los 

dos buscan un mismo fin, el cual es garantizar que los procesos judiciales sean efectivos en 

la resolución de conflictos, la eficacia se centra en usar bien los recursos tanto humanos 

como tecnológicos para obtener resultados transparentes y que los ciudadanos estén 

conformes con ello, mientras que la eficiencia se enfoca en obtener los resultados deseados 

con el menor de los recursos disponibles, ambos principios buscan que la justicia funcione 

de una manera responsable. 

Por otra parte se desarrolla el principio de celeridad, que se traduce como “Un 

principio directamente vinculado con la eficacia y eficiencia de la administración, función 
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que debe responder a quien busca su apoyo frente a agilidad, oportunidad, transparencia, 

calidad de actuaciones, preparación de quién administra justicia” (Jarama Castillo, Vasquez 

Chavez, & Duran Ocampo, 2019), destaca que el Estado busca garantizar una justicia rápida 

y accesible, con la adopción de herramientas que abarquen inteligencia artificial se puede 

optimizar la celeridad mediante sistemas de gestión procesal que prioricen automáticamente 

ciertas actividades que realizan los operadores de justicia o una priorización de casos donde 

se evidencia una vulneración de derechos de forma urgente y permitan asegurar que los 

procesos judiciales sean resueltos dentro de los tiempos que establece la ley 

Además, encontramos el principio de simplificación a palabras de (Iglesias Machuca, 

Julio Suárez, & Toscano Fornaris, 1997)  se puede definir como “el proceso de eliminar 

formalidades innecesarias para hacer los procedimientos más claros y accesibles”. Esto 

implica que los procesos deben ser estructurados de manera comprensible y participativa, 

permitiendo que las partes involucradas puedan navegar en el sistema legal sin barreras 

técnicas complejas, busca que los procesos sean claros y accesibles, evitado tareas que 

obstaculicen la resolución de controversias, de manera que los procedimientos deben tener 

una estructura comprensible para las partes, agilizando la comprensión y participación activa 

sin necesidad de conocimientos técnicos excesivos. 

La aplicación del principio de Uniformidad se manifiesta con la aplicación 

homogénea de las normas procesales en todo el territorio nacional, este principio busca 

alcanzar la igualdad de trato para todos los ciudadanos, evitando disparidades 

jurisdiccionales y promoviendo un enfoque coherente en la interpretación y aplicación de las 

normas procesales (Cevallos Salas, 2007). 

El principio de economía procesal se refiere a la necesidad de utilizar los recursos 

judiciales de manera racional, evitando gastos innecesarios y procedimientos redundantes, 

este principio busca garantizar que los litigantes no enfrenten cargas económicas excesivas 

y que el sistema judicial sea sostenible, esto afecta principalmente en la calidad del sistema 

de justicia de Ecuador, herramientas como la IA, no solo ahorran tiempo, sino que también 

disminuyen los costos asociados con la carga laboral y administrativa en el sistema judicial. 

2.2.1.4 Innovaciones tecnológicas sobre IA a nivel nacional  

Ley de comercio electrónico, firmas electrónicas y mensaje de datos.  

La digitalización ha transformado la manera en que se desarrollan las actividades 

comerciales y judiciales en Ecuador a diferencia de años anteriores, lo que ha impulsado la 

necesidad de establecer un marco normativo que regule estos procesos, por ello la (Ley de 
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Comercio Electronico, Firmas y Mensajes de Datos, 2002), publicada el 17 de abril del 2002, 

mediante registro oficial suplemento 557, 17-abr-2002, con su última reforma, Quinto 

Suplemento del Registro Oficial 525, 27-VIII-2021, representa un avance en la regulación 

del entorno digital a nivel nacional, permitiendo la consolidación del comercio y la 

administración pública en plataformas digitales. 

Con la creciente implementación de la IA, en diferentes ámbitos, es necesario evaluar 

si esta normativa está preparada para responder a los desafíos que implica la automatización 

de procesos, la gestión de documentos y en la toma de decisiones judiciales, requiere reglas 

claras que garantice su seguridad y confiabilidad. 

Entre sus aportes más relevantes de esta ley es la equiparación de la firma electrónica 

con la firma manuscrita, otorgándole el mismo valor probatorio en procedimientos judiciales 

y administrativos, además reconoce los mensajes de datos con un valor jurídico idéntico que 

los documentos escritos, la protección de datos personales y la confidenciales de la 

información mediante principios que buscan resguardar los derechos de los usuarios en 

entornos digitales (Ley de Comercio Electronico, Firmas y Mensajes de Datos, 2002) 

Los avances tecnológicos contemplados en la normativa han sido clave para la 

digitalización de trámites y servicios electrónicos, fomentando la eliminación progresiva del 

uso de documentos físicos, a más de ello, el reconocimiento jurídico de la desmaterialización 

de documentos permite optimizar la gestión documental y reducir costos operativos en el 

sector público y privado. 

 Uno de los aspectos que se debe considerar es la interoperabilidad con marcos 

normativos internacionales, ya que el comercio electrónico y la administración digital no se 

limitan únicamente a fronteras nacionales, puesto que en la actualidad, varios países han 

desarrollado regulaciones que establecen criterios de seguridad transparencia y 

responsabilidad acerca del uso de herramientas que utilicen inteligencia artificial el ámbito 

legal y comercial, por ende, la legislación nacional debe alinearse y evitar la validez de 

documentos electrónicos que circulan en el mercado internacional que puedan estar alterados 

mediante sistemas informáticos que utilicen IA. 

Con el uso de la IA es posible realizar varias actividades como por ejemplo analizar 

grandes volúmenes de información, automatizar la verificación de identidad, priorizar y 

organizar la gestión de casos entre otras cosas, sin embargo, en nuestro país no existe una 

normativa como tal en donde se recoja y explique el alcance que deben tener al momento de 

utilizar algoritmos inteligentes en la validación de documentos dentro de un procedimiento 

legal, lo que significa un reto para la modernización del sistema judicial. 
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Por lo que se puede deducir que la Ley de comercio electrónico, firmas y mensajes 

de datos , se posicionan como un avance significativo otorgando validez jurídica a 

documentos electrónicos y promoviendo la eficiencia en trámites administrativos y 

judiciales, pese a ello en la actualidad el impacto que tienen estos sistemas provocan desafíos 

en términos de seguridad jurídica, responsabilidad y protección de datos, y transparencia en 

la gestión documental, por lo que es necesario regular aspectos sobre el uso de estas nuevas 

herramientas en la gestión de documentos electrónicos, definir responsabilidad en procesos 

que incluyan ciertas etapas que se realizan mediante programas automatizados y medidas 

para fortalecer la infraestructura de ciberseguridad.  

Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual  

La transformación digital ha generado la necesidad de actualizar el marco normativo 

en Ecuador para garantizar una regulación adecuada de los avances tecnológicos en la 

administración pública, la economía y la sociedad, bajo esta línea el 7 de febrero del 2023, 

se promulgo la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual, busca impulsar 

la modernización del Estado mediante la digitalización de trámites, el fortalecimiento de la 

economía digital y la promoción de la industria audiovisual, reducir la burocracia y fomentar 

la inversión en tecnología. 

De acuerdo con (Pachecho Escalante, 2024) con la promulgación de la ley, se 

pretende simplificar y adoptar medios y tecnologías digitales en la prestación de servicios 

públicos, potenciar el desarrollo de la economía digital del país, ayudar a desarrollar las 

competencias digitales necesarias para la generación de empleo, en áreas de educación, salud 

y productividad, busca fortalecer el ciberespacio ecuatoriano garantizando la seguridad de 

la información personal de los ciudadanos en un entorno digital. 

 Dado la digitalización de los servicios públicos ahora podemos tener una 

administración más rápida y segura, ayudando a la economía de los actores que accedan al 

sistema de justicia brindando protección a sus datos personales. 

Esto ayuda demasiado a que las personas que usan el sistema de justicia puedan 

economizar un poco y al mismo tiempo que su información personal estén en todo momento 

protegidos, algo muy importante es la creación de la identidad digital que consiste en dar 

credenciales electrónicas para que los ciudadanos puedan identificarse en plataformas 

digitales, facilitando la verificación de identidad y reduciendo el riesgo de fraude. Con la 

aplicación de inteligencia artificial, se podría fortalecer estos procesos a través de sistemas 

biométricos y análisis de datos avanzados, para mejorar la seguridad y prevenir 

suplantaciones de identidad. 
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La ley implementa la denominación de gobierno digital, facultando a las entidades 

públicas adoptar plataformas electrónicas para la prestación de servicios, facilitando la 

interoperabilidad entre instituciones, esto contribuye a la automatización de procesos y al 

acceso más eficiente de los ciudadanos a servicios gubernamentales. 

En materia judicial, impulsa la digitalización de los procesos legales, estableciendo 

el uso del expediente electrónico y la firma electrónica obligatoria, representando un avance 

en términos de agilidad y acceso a la justicia, ya que permite la gestión digital de documentos 

con plena validez jurídica, mientras que en el ámbito de la educación dispone acoger 

proyectos que sean accesibles y gratuitos para la formación y capacitación a personas dentro 

del campo tecnológico mediante la adopción a las mallas de estudio de programas de estudio 

relacionados al entorno virtual en sus diferentes niveles académicos. 

En este sentido, la inteligencia artificial podría complementar esta transformación al 

optimizar la gestión de grandes volúmenes de datos, automatizando trámites, mejorando la 

toma de decisiones en la administración pública, asegurando los datos o información de 

carácter reservada, pese a ello no se menciona de manera explícita el uso de este tipo de 

herramientas en procesos administrativos, lo que genera una incertidumbre acerca de cómo 

aplicar estas herramientas en un contexto ecuatoriano. 

En cuanto a la seguridad digital, existen varios principios que tienen como finalidad 

proteger la información y la ciberseguridad, evitando que los datos que reposen en las 

plataformas digitales sean usados por terceros y atenten contra la confidencialidad e 

integridad de la información de carácter reservada. A través de sistemas de monitoreo se 

puede detectar y prevenir amenazas cibernéticas, siendo necesario un marco legal que 

contenga protocolos para una integración segura de estos sistemas inteligentes.  

Un aspecto relevante es la implantación de “Sandbox” , siendo este un “Entorno de 

pruebas aislado que permite a los usuarios ejecutar programas o abrir archivos sin afectar la 

aplicación, el sistema o la plataforma en la que se ejecutan” (TechTarget, 2024), se puede 

inferir como un espacio seguro y controlado mediante el cual se examina un proyecto 

tecnológico que surja en el alguna empresa o dependencia del sector público o privado, y 

con ello podrán probar sus productos, servicios o soluciones, de este modo el ente regulador 

verificara y controlara su implementación y los resultados que presente en un periodo 

determinado de prueba. 

Es menester señalar que, aunque la ley fomenta la digitalización no expone 

disposiciones concretas sobre el uso o aplicabilidad de la inteligencia artificial, dado que los 

procesos a emplearse pueden ocasionar riesgos relacionados con el tratamiento de datos 
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personales y la protección de datos privados, datos en materia de educación programas de 

salud o economía, entre otros. 

Para mejorar el marco normativo, es necesario que se realicen reformas que incluyan 

disposiciones específicas sobre la aplicación de IA en la administración pública, puesto que 

se maneja datos, información,  proyectos o servicios de prueba, tecnologías emergentes en 

un entorno digital, siendo fundamental definir criterios de responsabilidad en el uso de 

algoritmos para evitar decisiones arbitrarias en procesos administrativos o judiciales de 

llegar a ser el caso, además de establecer protocolos de auditoría para garantizar la 

transparencia en la adopción de medios y tecnologías digitales que presten servicios 

públicos. 

Ley Orgánica para la Optimización y Eficiencia de Trámites Administrativos  

La Ley orgánica para la optimización y eficiencia de trámites administrativos 

publicada en el Registro Oficial Suplemento 353 de 23 de octubre de 2018, busca mejorar la 

gestión pública mediante la optimización de tramites, y la simplificación de procesos, esta 

normativa es aplicable a todas las funciones del estado y entidades del sector público y 

privado con el fin de brindar un servicio de calidad, eficiente y eficaz. 

El artículo 3, habla sobre los principios fundamentales para modernizar la gestión 

pública del país. Por un lado, el principio de interoperabilidad menciona que las instituciones 

deben compartir información entre ellas usando medios electrónicos y automatizados, 

además, con el principio de Tecnologías de la Información se busca que los tramites sean 

más rápidos y que dichos servicios mejoren, todo gracias a la transformación digital en todo 

el país. (Ley Orgánica para la Optimización y Eficiencia de Tramites Administrativos., 2018) 

Estas disposiciones son aplicables para el conjunto de requisitos, actividades, 

diligencias actuaciones y procedimientos que realice el administrado con el fin de llegar a 

obtener un servicio o resolución sobre un determinado asunto, cuando una entidad pública, 

solicite documentos o requisitos para un procedimiento este debe tener un respaldo legal, y 

en caso contrario debe ser eliminado, de esta forma, se garantiza que el accionar de la 

administración pública se rija por el principio de legalidad. 

Esta normativa busca la simplificación de los procesos administrativos que se 

gestionan entre las distintas instituciones públicas, eliminando tramites innecesarios que 

generen carga a la administración, mediante la reducción, reforma, eliminación de requisitos 

o, trámites para un procedimiento, además de la implementación continua de herramientas 

tecnológicas para su gestión y supervisión, de esta forma el juicio subjetivo de los servidores 
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públicos no afectara el desarrollo del proceso. (Ley Orgánica para la Optimización y 

Eficiencia de Tramites Administrativos., 2018) 

Esta medida tiene un impacto directo en las instituciones es obligatoria y es para que 

funcionen de mejor manera, respetando el tiempo y derechos de los ciudadanos, además, la 

ley está relacionada con el principio de celeridad que aparece en el artículo 76 de la 

Constitución, lo que quiere decir que las diligencias deben resolverse sin demora.  

Las instituciones deben implementar mecanismos tecnológicos para automatizar los 

tramites, para de esta manera impulsar la transformación digital en el sector público, además, 

la automatización permite ver en tiempo real cómo van los procesos judiciales, lo que ayuda 

a usar mejor los recursos, bajar la carga de trabajo y ofrecer un mejor servicio a la gente. 

2.2.2. UNIDAD 2: GESTION PROCESAL MEDIANTE INTELIGENCIA 

ARTIFICIAL EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.  

2.2.2.1.  Gestión Procesal y Debido Proceso en el Sistema Judicial. 

Dentro del sistema de justicia ecuatoriano, la Constitución de la República del 

Ecuador dispone que todo procedimiento, judicial o administrativo, debe ceñirse a las reglas 

y principios del debido proceso, en este sentido, (Baca Mancheno & Cárdenas Cedillo, 2014) 

señala “El debido proceso es un principio fundamental del derecho procesal que garantiza a 

las personas la existencia de garantías mínimas en cualquier procedimiento judicial o 

administrativo” (pág. 75). 

El colapso del sistema judicial se ha convertido en una realidad ineludible en 

diferentes jurisdicciones, ocasionando que los principios de celeridad y eficiencia no 

encuentren aplicación alguna, esta situación a más de retrasar la resolución de casos 

compromete los derechos fundamentales de quienes acuden a la justicia en busca de 

protección y amparo legal a sus derechos. 

La carga procesal representa un desafío significativo que afecta directamente el 

debido proceso y la eficiencia en la administración de justicia, problemas como los retrasos 

en la programación de audiencias y la sobrecarga de trabajo impiden que jueces y 

funcionarios judiciales brinden una atención detallada y rigurosa a cada expediente, 

convirtiendo la administración de justicia en un proceso mecánico, la acumulación de casos 

impide un análisis exhaustivo de cada situación (León Rodriguez & Villarreal Vivanco , 

2020) 



31 

 

Este fenómeno a nivel nacional afecta múltiples ramas del derecho, por ejemplo en 

la ciudad de Santo Domingo,  de acuerdo al autor (León Rodriguez & Villarreal Vivanco ), 

para el año 2019, el 70% de casos que se tramitan en la unidad judicial de mujer, niñez y 

adolescencia se encuentran en trámite, por lo que la demora en la resolución de casos puede 

traducirse en una vulneración irreparable de derechos, afectando la tutela judicial efectiva, 

en situaciones relacionadas a la custodia, adopción, tenencia, régimen de visitas,  fijación de 

pensión alimenticia y sus incidentes, el retraso en la tramitación prolonga, el estado de 

vulnerabilidad del menor, contraviniendo el principio del interés superior del niño y por 

ende, la incapacidad de la administración de justicia por cumplir los principios de celeridad, 

eficacia y eficiencia en  la  administración  de  justicia. (Carga procesal en audiencias en 

materia de niñez y adolescencia, 2020) 

Mientras que en el año 2024, de manera similar en la provincia de Azuay, 

específicamente en la ciudad de Cuenca, se ha evidenciado problemas en los asuntos de 

violencia intrafamiliar o violencia de género dentro de la Fiscalía General del Estado del 

Azuay debido a la falta de personal especializado, generando un rezago significativo en la 

resolución de causas o en la autorización de medidas cautelares, que eviten que el problema 

dentro del entorno familiar siga suscitando, vulnerado el principio de eficiencia, celeridad y 

el acceso efectivo a la justicia (Ordoñez Llanos & Torres Wilchez, 2024). El acceso a la 

justicia en un tiempo razonable constituye un pilar esencial del debido proceso, cuando los 

juzgados operan con un número insuficiente de jueces y una carga excesiva de expedientes, 

las garantías del derecho a la defensa, como contar con el tiempo y medios adecuados, un 

juicio justo y oportuno, se convierten en una mera formalidad sin contenido real. 

El impacto de esta carga procesal no solo se mide en términos administrativos, sino 

también en las consecuencias sociales y psicológicas que genera en las víctimas, la demora 

en la tramitación de los casos desalienta a las personas afectadas a continuar con el proceso, 

lo que lleva a la desestimación de denuncias y la ausencia de sanción para los agresores, por 

lo que este fenómeno refuerza la sensación de impunidad y el temor a represalias, 

profundizando las barreras estructurales que impiden la erradicación de la violencia de 

género (Ordoñez Llanos & Torres Wilchez, 2024) 

Por otro lado en el ámbito electoral, el proceso contencioso se caracteriza por su alta 

especialización y regulación, enfrentando desafíos como la carga procesal acumulada 

derivada del incremento en la judicialización de disputas y la capacidad limitada del Tribunal 

Contencioso Electoral, situación que compromete los principios de celeridad y eficiencia, ya 
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que las actuaciones documentales necesarias extienden considerablemente la duración de 

esta clase de procedimientos (Baca Mancheno & Cárdenas Cedillo, 2014) . La falta de 

recursos humanos impide la correcta aplicación del debido proceso y afecta la tutela judicial 

efectiva de los sujetos políticos y ciudadanos involucrados en disputas electorales (Baca 

Mancheno & Cárdenas Cedillo, 2014). 

Finalmente, esta crisis estructural no responde únicamente al volumen de causas, sino 

también a la escasez de recursos y a la falta de herramientas tecnológicas, la ausencia de 

inversión en tecnología y digitalización limita la posibilidad de gestionar eficientemente los 

expedientes, manteniéndose un modelo arcaico que no se adapta a las exigencias actuales de 

la sociedad (León Rodriguez & Villarreal Vivanco , 2020), este colapso operativo afecta a 

todas las instancias judiciales, impidiendo una respuesta ágil y adecuada del sistema de 

justicia. 

2.2.2.2. Innovaciones Legales Internacionales dentro del Sistema de Justicia  

Un avance importante en el contexto ecuatoriano respecto a la inclusión de tecnología 

en el ámbito legal, ha sido la digitalización de ciertos procesos, ya que de esta forma se puede 

combatir la gran cantidad de casos judiciales y la falta de transparencia que afronta la 

administración respecto del número de causas que ingresan diariamente, al incorporar las 

Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC), se busca actualizar los procesos 

judiciales y fomentar el acceso gratuito e igualitario entro todos los ciudadanos (Sacoto 

Romo & Cordero Moscoso, 2021). 

La adopción de TIC, en la administración de justicia requiere la transición hacia un 

sistema judicial digitalizado que incorpore nuevas disposiciones normativas que agiliten y 

legalicen su uso, a más de ello se plantea el reto de la capacitación al personal judicial como 

a jueces, fiscales, secretarios y abogados para la gestión adecuada de herramientas 

electrónicas.  

Unión Europea  

Código de prácticas de inteligencia artificial de propósito general 

 

A nivel mundial cada día es más importante que el manejo de la IA se vea regulado 

para asegurar que su uso sea una manera responsable y ética, compatible con los derechos 

fundamentales recogidos en diversos tratados internacionales, por lo que la Unión Europea 

ha elaborado un Código de Buenas Prácticas para la Inteligencia Artificial de Propósito 

General, disponiendo lineamientos generales para la adopción en cada país europeo. 
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Este código busca guiar a los proveedores de modelos de IA, es decir, a las entidades 

que crean estas herramientas, y se basa en principios como la transparencia, la reducción de 

riesgos y una buena gobernanza. Además, promueve que la regulación se ajuste a los riesgos 

reales y fomenta la cooperación internacional para un uso responsable y seguro de la 

inteligencia artificial. (Comisión Europea, 2024) 

El código se basa en una serie de principios regulatorios alineados con los valores de 

la Unión Europea, entre ellos la protección de derechos fundamentales, la seguridad, la 

transparencia y la responsabilidad en el desarrollo y aplicación de modelos de IA, también 

se establece el principio de proporcionalidad de los riesgos, el cual determina que las 

medidas de mitigación deben ser proporcionales al nivel de riesgo sistémico que representan 

los modelos de IA, otro aspecto clave es la gobernanza y seguridad, garantizando que los 

proveedores adopten mecanismos de supervisión interna para controlar los impactos de sus 

modelos en la sociedad (Comisión Europea, 2024). 

Dispone directrices para verificar y evaluar los riesgos que pueden contener los 

sistemas de IA, para ello hay que utilizar una clasificación de riesgos sistémicos, que pueden 

captar aspectos como la manipulación de información y la posible pérdida de control sobre 

estos sistemas, todo esto permite entender de mejor forma los peligros que se puede dar y de 

esta manera crear medidas para garantizar su uso de manera segura y responsable (Comisión 

Europea, 2024). 

Reglamento 2024/1689  

El Parlamento Europeo y el Consejo, aprobaron el Reglamento 2024/1689 el 13 de 

junio de 2024, establece normas armonizadas para la inserción de IA en el funcionamiento 

del mercado europeo asegurando que los avances de estos sistemas se alineen con los valores 

fundamentales de la Unión Europea, entre estos valores destacan la protección de los 

derechos humanos, la seguridad, la privación y la promoción de una innovación tecnológica 

responsable. Además, busca garantizar un uso seguro, transparente y ético de los sistemas 

de IA dentro del mercado europeo, promoviendo así la confianza y la protección de los 

derechos de los ciudadanos (Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea, 2024). 

El reglamento europeo clasifica los sistemas de inteligencia artificial según su nivel 

de riesgo, que va desde un riesgo mínimo hasta un riesgo inaceptable. Se establecen 

categorías que van desde sistemas de riesgo mínimo, sujetos a normativas generales de 

transparencia, hasta sistemas de alto riesgo, además, el reglamento prohíbe expresamente 

ciertas aplicaciones de IA que representan una amenaza para los derechos fundamentales, 

como el reconocimiento biométrico en tiempo real en espacios públicos sin una base legal 
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clara o el uso de sistemas que manipulen el comportamiento humano de forma no ética, esta 

clasificación permite que la regulación sea flexible, donde las exigencias se ajustan 

proporcionalmente al impacto potencial del sistema en la sociedad y la seguridad pública. 

(Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea, 2024). 

Para proteger la calidad y legitimidad de las decisiones judiciales es muy importante 

que el uso de la inteligencia artificial tenga una normativa en la cual esté totalmente 

prohibido que se tomen decisiones sin la supervisión humana en cada uno de los 

procedimientos, de esta forma se legitiman las decisiones judiciales, se garantiza la 

transparencia y promueve sea una justicia justa. (Parlamento Europeo y el Consejo de la 

Unión Europea, 2024). 

Por otro lado, la seguridad pública y la aplicación de la ley, la normativa menciona 

ciertas prohibiciones al momento de usar los sistemas automatizados, por lo que solo se 

permite su uso para casos más complejos y con cierta autorización judicial para que de esta 

forma se evite problemas o vulneración de derechos, además, este reglamento delimita 

algunos puntos claros en cuanto a investigaciones criminales, asegurando así que su 

implementación no viole derechos como por ejemplo, la presunción de inocencia y el 

derecho a la privacidad. 

Hay que tener en cuenta que es muy importante el uso correcto de estos sistemas para 

beneficiar a la ciudadanía, para ello la educación y capacitación es fundamental para formar 

profesionales expertos en esta área, por lo que resalta la creación de programas académicos 

especializados en ciencia de datos, ética en la IA y regulación tecnológica. (Parlamento 

Europeo y el Consejo de la Unión Europea, 2024). 

El reglamento busca mitigar los riesgos asociados en el uso de estas herramientas 

basadas en sistemas automáticos, sin frenar la innovación, promoviendo un equilibrio entre 

regulación y desarrollo tecnológico, su efectiva implementación dependerá de la capacidad 

de los Estados miembros para aplicar sus disposiciones, la supervisión adecuada de los 

sistemas y la colaboración internacional para fortalecer la gobernanza global de la 

inteligencia artificial a medida que la tecnología continúe evolucionando, será necesario 

adaptar y actualizar esta regulación, asegurando que estas nuevas tecnologías sigan siendo 

una herramienta para el progreso y el bienestar de la sociedad. 

Colombia 

Ley 527 de 1999 

El comercio electrónico y la validez jurídica de los mensajes de datos han cambiado 

completamente la forma en que se crean y cumplen los contratos en la era digital. La ley 527 
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de 1999 en Colombia es una norma fundamental que regula este ámbito, estableciendo 

principios esenciales como la equivalencia entre documentos electrónicos y físicos, la firma 

digital, y la certificación de documentos electrónicos. Por otro lado, reconoce a los mensajes 

de datos como prueba dentro de un procedimiento de naturaleza judicial o administrativa 

(Ley 527 de 1999). 

La regulación de la firma digital es uno de los aportes más importantes en cuanto al 

contenido de la ley, ya que busca garantizar la autenticidad de los documentos electrónicos, 

señala que la firma electrónica tiene el mismo valor que la firma manuscrita, siempre y 

cuando se cumpla con varios criterios técnicos como la identificación del usuario y la 

vinculación segura con el contenido del mensaje (Ley 527 de 1999). 

Por otro lado, para valorar los mensajes de datos como prueba la ley menciona que 

los jueces deben aplicar la sana crítica y valorar la confiabilidad de los nuevos sistemas 

automatizados, por lo que deben tomar en cuenta varios aspectos como, por ejemplo: la 

seguridad de los sistemas usados para crear y guardar mensajes electrónicos, identificación 

del remitente y la integridad de su contenido.  (Ley 527 de 1999). En este contexto, la IA 

podría contribuir en la creación de herramientas de análisis digital que permitan revisar la 

autenticidad y procedencia de los documentos presentados como prueba en los procesos 

judiciales. 

Brasil 

Proyecto de Ley 21/2020 

El Proyecto de Ley 21/2020 de Brasil establece un marco regulatorio para el uso de 

la Inteligencia Artificial en el país, esta ley define los principios, derechos y 

responsabilidades que deben cumplirse, además de crear mecanismos para supervisar como 

se implementa, por lo que busca garantizar que se utilice de manera ética, segura y 

transparente, respetando los derechos fundamentales y promoviendo el desarrollo 

tecnológico dentro de los límites democráticos y de protección de datos, señala que un 

sistema de IA como cualquier programa o proceso que pueda hacer predicciones, dar 

recomendaciones o tomar decisiones automáticas, ya sea en el mundo digital o en situaciones 

reales, lo que hace necesario contar con reglas claras para su control y supervisión. (Projeto 

de Lei, 2020). 

La implementación de la ley se estructura en torno a la creación de mecanismos de 

gobernanza y supervisión que regulen el desarrollo, aplicación y actualización de los 

sistemas de Inteligencia Artificial, sostiene la creación de entidades regulatorias encargadas 

de auditar y evaluar el cumplimiento de las disposiciones establecidas, asegurando que los 
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desarrolladores y operadores sigan estándares éticos, técnicos y de seguridad, por otra parte 

la ley contempla la adopción de evaluaciones de impacto de IA, que permitirán analizar los 

riesgos asociados con el uso de esta tecnología en distintos sectores. 

Entre sus características principales, la ley promueve la transparencia y coherencia 

de los sistemas de IA, asegurando que los ciudadanos tengan acceso a información clara 

sobre los criterios utilizados en las decisiones automatizadas, igual forma se establecen 

medidas para prevenir su uso discriminatorio, evitando sesgos que puedan generar 

desigualdades en el acceso a derechos o servicios, además, fomenta la seguridad de los datos 

personales, estableciendo estándares de protección para evitar el uso indebido de 

información confidencial (Projeto de Lei, 2020). 

Otros aspectos importantes de la ley incluyen la participación ciudadana y la 

cooperación internacional, asegurando que Brasil se mantenga alineado con los estándares 

globales con respecto a su regulación y actualizaciones, incentiva la creación de espacios de 

diálogo entre el sector público, la industria tecnológica y la sociedad civil, que permita un 

desarrollo más inclusivo y equitativo para estos sistemas y de esta forma se evite la 

vulneración de derechos, por ello,  los desarrolladores y operadores deberán rindan cuentas 

sobre el impacto de sus sistemas (Projeto de Lei, 2020). 

Proyecto de Ley 2338/2023 

En el año 2024, la Cámara de Diputados aprobó el Proyecto de Ley 2338/2023 este 

nuevo marco legal determina el uso correcto de la IA en Brasil, todo esto con la finalidad de 

asegurar que estos diversos sistemas sean confiables y respeten los derechos fundamentales.  

Su enfoque es proteger los derechos a la privacidad de sus datos personales, además 

promueve la innovación y busca alinear la implementación de la IA con principios éticos y 

sociales, asegurando que la tecnología se utilice de manera transparente y responsable 

(Pacheco, 2023). 

La implementación de la ley se basa en la supervisión y regulación de la Inteligencia 

Artificial por medio un ente regulador encargado de fiscalizar y garantizar su aplicación 

conforme a los principios establecidos, ente que supervisará la creación o adaptabilidad de 

sistemas de Inteligencia Artificial, su integración tanto en el sector público como privado, y 

la mitigación de riesgos asociados a su uso. 

Además, se promueve la evaluación previa de cualquier sistema antes de su 

comercialización, con el fin de clasificar su nivel de riesgo y aplicar los controles necesarios, 

para ello prevé la aplicación de sanciones en caso de incumplimiento, estableciendo un 
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marco de responsabilidad legal para los desarrolladores y operadores de IA. (Projeto de Lei 

N°2338/2023, 2023). 

La norma identifica a la IA como un sistema inteligente con diversos grados de 

autonomía, la cual fue creada con la finalidad de analizar datos, predicciones y toma de 

decisiones, además menciona varios principios como ejemplo: la transparencia, la seguridad 

y la justicia garantizando que el desarrollo de estos sistemas no fomente la discriminación y 

que mucho menos vulnere derechos fundamentales.  

Se impulsa un modelo de gobernanza dividido en categorías de riesgo, ya que 

establece la clasificación de sistemas de IA en tres niveles: riesgo inaceptable, alto riesgo y 

bajo riesgo. El riesgo inaceptable básicamente es una categoría donde los sistemas de IA son 

tan peligrosos para las personas o la sociedad que la ley los prohíbe por completo, es decir, 

no se trata de hacerlos más seguros, sino de evitar que existan o se usen. Mientras que los 

sistemas de alto riesgo incluyen aplicaciones en sectores críticos como salud, educación, 

seguridad pública y administración de justicia, los cuales estarán sujetos a auditorías 

constantes y requisitos estrictos de transparencia Cuando se tienen sistemas que son de bajo 

riesgo se necesitan requisitos básicos que no requieren una supervisión detallada como 

cuando son más complejos (Pacheco, 2023). 

Una vez que se realizan las decisiones automatizadas toda persona tiene el derecho a 

cuestionar cada fallo, los funcionarios deben respetar esto para prevenir una discriminación 

algorítmica y asegurarse también de que sea justo para todos. 

Para expandir y asegurar la información, la ley establece la obligación de que todos 

los sistemas de IA sean rastreables y auditables, se fomenta el uso de metodologías de 

evaluación de impacto algorítmico, donde se analizarán los riesgos potenciales de cada 

aplicación los cuales se definirán mediante estrategias de mitigación, por otro lado,  opta por 

la posibilidad de establecer registros de decisiones tomadas por IA, permitiendo una 

trazabilidad clara de su funcionamiento y evitando el uso de tecnologías opacas o poco 

comprensibles, con la divulgación de información sobre el uso de herramientas de 

inteligencia artificial en el sector público garantiza que los ciudadanos tengan acceso a 

detalles sobre su implementación en los servicios gubernamentales. 

Perú 

Ley N. ° 31814  

La Ley 31814, expedida el 05 de julio del 2023 en Perú, articula el uso de la 

Inteligencia Artificial, mediante la cual se busca el desarrollo económico y social del país, 

busca impulsar la transformación digital con un enfoque centrado en la persona, ya que busca 
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asegurar la protección de los derechos fundamentales y promoviendo el desarrollo 

económico a través del uso responsable y ético de la IA, para ello establece principios 

fundamentales, responsabilidades de los involucrados, entre ellos menciona a las personas 

naturales y jurídicas e instituciones públicas y privadas, proporciona lineamientos para la 

supervisión gubernamental en la implementación diversas tecnologías emergentes. (Ley 

N°31814, 2023)  

Tiene como objetivo la promoción de la inteligencia artificial en un proceso de 

transformación digital respetando los derechos humanos, para mejorar los servicios públicos 

como salud, seguridad , justicia, entre otros, por lo que permite que su aplicación en el 

sistema de justicia no se vea limitado, incentiva el acceso equitativo a la información, 

protección de datos y fomentando la innovación tecnológica mediante incentivos a la 

investigación y el desarrollo en el ámbito de IA. (Ley N°31814, 2023). 

La estructura para la implementación de la IA en el Perú se basa en la creación de 

infraestructura digital y de datos, lo que permitirá que varios sistemas sean escalables y 

accesibles para diferentes sectores, la ley impulsa el desarrollo de una infraestructura de 

datos abierta y reutilizable, permitiendo el acceso a información de calidad que pueda 

potenciar el crecimiento de nuevos proyectos (Congreso de la República, 2023). 

Establece que estos sistemas deben operar con estándares de seguridad elevados, 

evitando que se comprometan datos personales o se generen discriminaciones algorítmicas, 

debido a esto, las decisiones automatizadas deben ser supervisadas por humanos que puedan 

cuestionar o revisar si afectan los derechos de las personas, optando por crear mecanismos 

de auditoría y transparencia para garantizar que estos modelos sean verificables y seguros. 

Esta normativa prohíbe expresamente el uso de sistemas de Inteligencia Artificial 

para vigilancia masiva o control social, asegurando que su aplicación respete las libertades 

individuales y la autonomía de los ciudadanos, para expandir y asegurar la información sobre 

la IA, este establece un ecosistema de colaboración nacional e internacional, incentivando el 

intercambio de conocimientos y la creación de alianzas con entidades públicas y privadas.  

2.2.2.3. Inteligencia Artificial en los procedimientos de Administración de Justicia 

Internacional. 

La administración de justicia internacional atraviesa un proceso de modernización 

sin precedentes debido al avance de la digitalización y la inteligencia artificial, por ende, el 

comercio electrónico, la migración y los conflictos transfronterizos han incrementado la 

necesidad de agilizar los procesos judiciales, la aplicación de Inteligencia Artificial en la 



39 

 

administración de justicia ha despertado gran interés. (Palao Moreno, Matos Careniro de 

Farias, Alvares Gaspar, & Paluma, 2024). 

Así como la IA es muy útil en varios aspectos optimizando la gestión administrativa, 

también ha generado dudas sobre que, si los jueces podrían llegar a utilizar demasiado estas 

herramientas y si podría llegar afectar la interpretación de los casos, todo esto gracias a su 

potencial que tiene para mejorar la gestión de casos en los tribunales internacionales.  

En países como Estonia y los Países Bajos, los tribunales ya están usando plataformas 

en líneas para resolver conflictos legales, permitiendo que las partes solucionen sin tener que 

ir físicamente a los juzgados, facilitando el acceso a la justicia y reduciendo la carga procesal 

para el resto de los funcionarios judiciales (Miró Llinares, 2018). 

En el caso de Ecuador, el uso de IA en el derecho aún se encuentra en una etapa 

incipiente, si bien el Consejo de la Judicatura ha promovido la digitalización de los 

expedientes judiciales y la implementación de plataformas virtuales para la gestión de 

procesos, no existe una regulación específica sobre el uso de IA en la toma o motivación de 

decisiones judiciales, tareas administrativas. 

Hay que tomar en cuenta que la emergencia sanitaria de hace unos años atrás sirvió 

de alguna manera a la necesidad de crear sistemas inteligentes que ayuden a las personas en 

diferentes ámbitos, el acceso a la justicia no depende únicamente de la aplicación mecánica 

de ciertas normas, pues, es fundamental la interacción humana para la construcción de 

confianza en las instituciones de justicia.  (Palao Moreno, Matos Careniro de Farias, Alvares 

Gaspar, & Paluma, 2024). 

Dado esto hay que verificar en qué áreas nomas se puede utilizar las herramientas 

digitales para que la justicia sea más eficaz y transparente, también verificar que la 

implementación en el ámbito legal no incremente diferencias entre los países debido a su 

desarrollo tecnológico (Javed & Li, 2025). 

En tribunales como la Corte Internacional de Justicia y el Tribunal Penal 

Internacional, donde se manejan grandes volúmenes de pruebas documentales y testimonios, 

el uso de IA podría optimizar la gestión probatoria y contribuir a una resolución más rápida 

de los litigios. Como es el caso de algunos países con iniciativas destacadas 

ROSS Intelligence 

Este sistema fue lanzado en el año 2015, esta estuvo basada por IA, la cual utilizaba 

procesamiento de lenguaje natural que permitía a los funcionarios realizar diversas consultas 

y obtener respuestas claras y respaldadas por jurisprudencia, también identifica grandes 

cantidades de información de tipo legal y los resume de forma inmediata con sus principales 
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ideas, en cuanto a la finalidad de este sistema inteligente es llevar a que la investigación legal 

se realice de una forma más precisa y rápida, ayudando de esta forma a los funcionarios a 

ahorrar tiempo. 

IBM Watson 

Fue creado en 2011, adoptada como una herramienta que brinda varios servicios 

como por ejemplo el aprendizaje automatizo y análisis de datos, fue utilizado para analizar 

contratos y ayudar en la investigación jurídica, la capacidad que posee ha permitido a los 

funcionarios interactuar con la plataforma de forma intuitiva obteniendo así información 

importante y acelerando los procesos que tradicionalmente podían tardar incluso años. 

Argentina: Prometea 

Este sistema fue creado en 2017 en el Laboratorio de Innovación e Inteligencia de la 

Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, con la finalidad de ayudar en la 

redacción de dictámenes y resoluciones de procedimientos judiciales, en cuanto a sus 

servicios no varía mucho como los anteriores ya que utiliza también un lenguaje natural para 

revisar documentos, sentencias y resoluciones, lo cual ha permitido una reducción visible en 

los casos judiciales evitando así vulnerar derechos a los ciudadanos. 

Brasil: Víctor 

En 2018, el Supremo Tribunal Federal de Brasil implementó un sistema de 

inteligencia artificial pensado para analizar y clasificar los recursos extraordinarios, 

demostrando así, ser una herramienta eficaz para manejar y descongestionar el elevado 

volumen de casos que enfrenta el Supremo Tribunal Federal, mejorando la eficiencia y 

reduciendo el tiempo de tramitación de los procesos, además, permite que los propios 

magistrados establezcan los criterios para la selección de los casos 

Colombia: Pretoria 

Adoptada en el año 2020 por la Corte Constitucional, este sistema ha optimizado de 

forma positiva la gestión de casos en la Corte, siendo de manera eficiente en la protección 

de los derechos fundamentales, alineándose con varios principios, entre ellos de tutela 

judicial efectiva y seguridad jurídica principalmente. De igual forma, la IA facilita la 

actualización de normativas al identificar tendencias emergentes y detectar vacíos legales 

que requieren regulación. 

COMPAS (Estados Unidos) 

El programa Correctional Offender Management Profiling for Alternative 

Sanctions(COMPAS), desarrollado en 1998 en los Estados Unidos se ha utilizado en varios 

países, y se encarga de analizar y determinar el riesgo de reincidencia de los acusados, 
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mediante el empleo de algoritmos analiza factores como antecedentes penales, historial 

laboral y entorno social, con el fin de ayudar a los jueces en decisiones relacionadas con la 

libertad condicional, pero ha sido objeto de controversia debido a preocupaciones sobre 

sesgos raciales y falta de transparencia en sus evaluaciones. 

Es resumen, el uso de la inteligencia artificial en países como Brasil, Argentina, 

Colombia y Estados Unidos muestra como esta tecnología sirve para optimizar la 

administración de justicia, gracias a ella, se ha logrado aumentar la eficiencia en los 

procesos, acortar los tiempos para resolver casos y manejar de manera más sencilla grandes 

cantidades de información. 

Para que la incorporación de la IA en nuestro país sea de manera transparente, 

imparcial y proteja los derechos a los ciudadanos es importante que las autoridades 

correspondientes creen diversos protocolos claros en donde regulen el uso dentro del ámbito 

legal y que cada decisión tomada sea revisada por una persona. (Martínez Bahena, 2018). 

Cabe recalcar que el uso de este sistema no puede sustituir la labor humana, si no que se 

puede utilizar con un apoyo para que de esta manera se puedan resolver los casos en un 

menor tiempo posible, sin afectar la imparcialidad de los jueces. Es importante que el 

desarrollo de estos sistemas esté guiado por principios éticos y normativos que aseguren su 

uso responsable y alineado con los valores y derechos fundamentales (Miró Llinares, 2018). 

2.2.2.4. Inteligencia Artificial aplicable en las etapas de un proceso judicial. 

Al momento de utilizar la IA hay que tener en cuenta que conlleva una gran serie de 

cambios y efectos para lo cual nosotros debemos estar capacitados, por lo que en el ámbito 

legal no es la excepción, ya que se debe adaptar y proporcionar respuestas adecuadas a estas 

transformaciones, ya que el uso de esta tecnología avanzada plantea varios desafíos éticos, 

relacionados con la transparencia, la privacidad, la autenticidad de los datos y, por supuesto, 

la seguridad de estos. 

Un gran ejemplo de su implementación es la optimización de motores de búsqueda, 

que han evolucionado hacia buscadores cognitivos, por lo cual hay que tener en cuenta que 

estas herramientas no solo mejoran la localización de normativas legales, jurisprudencia y 

doctrina, sino que también son capaces de efectuar análisis avanzados, formular respuestas 

y emitir opiniones fundamentadas en la información procesada, ajustándose a las 

particularidades de cada caso necesite abordar, esta tecnología por otro lado,  ha demostrado 

ofrecer resultados positivos y se anticipa que su aplicación se expanda a distintas etapas del 

proceso judicial. 
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Por ejemplo, en la etapa de recepción de denuncias la metodología para la tipificación 

de la conducta puede ser asistida de manera eficiente por la IA, lo que la convierte en un 

apoyo importante en la determinación de conductas que vulneran la norma legal. Por otro 

lado, ya existen sistemas con esta tecnología avanzada en otras legislaciones, las cuales 

ayudan con la recepción de denuncias la cual es un chat basado en IA para asistir a víctimas 

de violencia de género, su principal funcionamiento es brindar información sobre derechos 

legales, resolver dudas y orientar sobre lugares de referencia para denunciar, facilitando el 

primer contacto para aquellas mujeres que temen reaccionar ante el agresor o no acuden por 

represalias al sistema de justicia (Javier Díaz, 2025). 

gEn cuanto a la calificación de la demanda la IA puede ser de gran ayuda, referente 

a la identificación automática de errores, la verificación del cumplimiento de requisitos 

legales y la predicción de probabilidades de éxito en los casos, por lo que la implementación 

de esta herramienta en nuestro país facilitaría la reducción de carga procesal, aumentando la 

eficiencia y precisión en la administración de justicia ya que su uso debe ser supervisado 

para evitar sesgos y garantizar la protección de datos personales, lo que hay que tener en 

cuenta es que la IA no reemplaza el juicio humano, sino que lo complementa al agilizar 

procesos repetitivos y brindar información clave para la toma de decisiones judiciales. 

(Santos P, 2024) 

La citación también es una parte importante dentro del proceso judicial para lo cual 

la IA puede ayudar a automatizar notificaciones, mejorar la entrega de documentos físicos y 

garantizar la verificación de recepción ya que, a través de su función de análisis predictivo, 

esta puede anticipar obstáculos en la entrega de citaciones y mejorar rutas para su 

distribución, reduciendo tiempos y costos.  

En cuanto a la notificación la IA podría ser fundamental ya que permitiría mediante 

herramientas desarrolladas por IA, el análisis automático de notificaciones judiciales, 

extrayendo en segundos todos los datos clave de cualquier tipo de notificación, sin 

excepción, esto podría facilitar la identificación de información relevante y la gestión de 

términos o plazos procesales, reduciendo el riesgo de errores humanos y optimizando el flujo 

de trabajo en despachos y tribunales, al igual que también podría automatizar el envío de 

notificaciones electrónicas, asegurando que las partes involucradas reciban comunicaciones 

oportunas y precisas, lo que contribuye a una administración de justicia más ágil y efectiva.  

Según el informe de la Cumbre Judicial Iberoamericana, la implementación de 

soluciones de IA en los sistemas judiciales ha permitido la aceleración de los procesos 

judiciales y la optimización de procesos, entre otros beneficios. (Cumbre Judicial 
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Iberoamericana, 2023), otra parte importante para analizar es la búsqueda y gestión de 

pruebas en el ámbito legal, aportando eficiencia y precisión en procesos que 

tradicionalmente demandaban tiempo y recursos significativos para lo cual la 

implementación de la IA podría procesar vastas cantidades de datos legales en segundos, 

facilitando la identificación de información relevante para casos específicos, por ejemplo, 

sistemas de codificación predictiva permiten seleccionar automáticamente material 

documental pertinente en procedimientos judiciales, optimizando la revisión de evidencias.  

La última etapa es la resolución para lo cual ha evolucionado como una herramienta 

eficaz, especialmente en la motivación de sentencias ya que su aplicación se centra en asistir 

a los jueces en la elaboración de decisiones más fundamentadas y eficientes, sin sustituir su 

rol esencial, es decir, la IA puede analizar grandes cuerpos de jurisprudencia y normativa 

aplicable, proporcionando resúmenes y sugerencias que enriquecen la argumentación 

jurídica, sin embargo, hay que tomar en cuenta que la decisión final y la responsabilidad de 

la misma recaigan siempre en el juez, garantizando así la imparcialidad y la justicia en el 

proceso. 

Aplicada a un contexto nacional, la implementación de herramientas de inteligencias 

artificial debe alinearse con los principios establecidos en códigos fundamentales como el 

Código Orgánico General de Procesos (COGEP), el Código Orgánico Administrativo 

(COA) y el Código Orgánico Integral Penal (COIP), que buscan garantizar una justicia 

eficiente, transparente y accesible. 

2.2.3. UNIDAD 3: FACTIBILIDAD DE APLICAR INTELIGENCIA ARTIFICIAL.  

2.2.3.1. Análisis comparativo con el Sistema de Justicia Ecuatoriano. 

La incorporación de sistemas de inteligencia artificial a los sistemas judiciales de 

diversos países ha traído un aspecto positivo en cuanto a los niveles de gestión procesal. 

Países vecinos como Brasil, Argentina y Colombia, han desarrollado plataformas digitales 

capaces de automatizar ciertos procesos y mejorar la eficiencia en la resolución de causas 

judiciales (Rodríguez Barroso & Martínez Cisneros, 2024). La adopción de herramientas 

tecnológicas ha permitido una mayor celeridad con relación a los tiempos en los que se 

desarrolla un procedimiento judicial, respetando el derecho a la seguridad jurídica y 

reduciendo la carga procesal en diferentes tribunales (Fundar, 2024).  

Sin embargo, dentro de la legislación ecuatoriana aún se encuentra en una etapa 

incipiente en cuanto a la incorporación de estas tecnologías en su sistema judicial, además 

de un esfuerzo económico para rediseñar infraestructura tecnológica y capacitar elementos 
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humanos sobre el uso de estos nuevos sistemas inteligentes, lo que plantea interrogantes 

sobre su viabilidad y aplicabilidad dentro del marco jurídico nacional. 

En diversas jurisdicciones, el uso de inteligencia artificial ha demostrado ser una 

herramienta eficaz para mejorar el acceso a la justicia, arraiga a los principios de eficiencia, 

transparencia y accesibilidad, en Brasil, por ejemplo, el sistema "Víctor" ha sido 

implementado en el Supremo Tribunal Federal para clasificar y priorizar recursos de 

apelación, permitiendo a los jueces resolver aquellos mayor relevancia o repercusión social. 

Argentina, por su parte, maneja el sistema “Prometea” usado para emitir un proyecto de 

borrador de resoluciones judiciales, que inicio con amparos habitacionales y se ha extendido 

hacia varios casos como violencia de género o compras públicas, entre otras. 

En el país Colombiano, se ha desarrollado el programa "Pretoria", este modelo de 

inteligencia artificial se ocupa de seleccionar tutelas o casos que necesiten una atención 

urgente, lo que ha reducido significativamente los tiempos de resolución de causas (Portilla 

J, 2024), estas experiencias demuestran que la factibilidad que la inteligencia artificial suma 

a la administración de justicia, mejorando sustancialmente la eficiencia del sistema judicial, 

ejecutándola de manera controlada y con un marco normativo que lo respalde.  

Ecuador enfrenta varios desafíos estructurales que limitan la factibilidad de 

implementar inteligencia artificial en su sistema judicial marcadas por brechas sociales o 

sesgos humanos, mientras que otros países han desarrollado plataformas digitales avanzadas, 

el sistema judicial ecuatoriano aún depende en gran medida de documentos físicos y 

procedimientos manuales que ralentizan los procesos (Fundar, 2024).  

La digitalización parcial que se ha implementado no ha logrado solventar los 

problemas de saturación y demora en la resolución de causas, lo que refleja una necesidad 

urgente de modernización, el sistema utilizado a nivel nacional E-Satje, se refleja como una 

plataforma donde se puede visualizar la información afirmando el principio de publicidad y 

gratuidad en el sistema ecuatoriano, sin embargo, se necesita de otros sistemas de IA, que 

puedan agilizar y acelerar el desarrollo de los procedimientos judiciales. 

Otro aspecto fundamental es la falta de regulación específica sobre el uso de 

inteligencia artificial en la justicia ecuatoriana, a diferencia de países que han avanzado en 

la creación de marcos normativos para regular el uso de tecnologías en diversos campos , 

países como Perú, Brasil, Chile ya han desarrollado textos normativos mediante los cuales 

se busca afianza la seguridad y transparencia, además de auditorías constantes a  programas 

de IA para evaluar su desempeño y funcionamiento, en Ecuador no existe una legislación 
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clara que determine los límites y alcances de la inteligencia artificial en la administración de 

justicia (Portilla J, 2024).  

Por su parte en Colombia, se empiezan a debatir proyectos de Ley bajo los cuales se 

pretende establecer el uso responsable de IA en Colombia, bajo principios que garantices su 

seguridad, transparencia entre otros, el proyecto busca incentivar y fortalecer programas 

educativos y grupos de investigación, jornadas de capacitación a través de un plan de acción 

con el apoyo y cooperación internacional para determinar pautas que lo hagan responsable. 

La capacitación de los operadores judiciales es otro factor determinante para la 

viabilidad de la inteligencia artificial en el sistema judicial ecuatoriano. No basta con 

implementar tecnologías avanzadas si los jueces, fiscales y abogados no están preparados 

para utilizarlas de manera adecuada (Fundar, 2024).  

2.2.3.2 Función Judicial  

En el Ecuador, la función judicial, uno de los cinco poderes del estado, mediante sus 

órganos se encarga de garantizar la aplicación imparcial y efectiva del sistema procesal 

dentro de la administración de justicia, constituyéndose un pilar fundamental para garantizar 

el Estado de Derecho, vela por que los derechos y deberes de los ciudadanos sean respetados 

mientras se desarrolle un procedimiento legal, su función principal nace ante la necesidad 

de resolver conflictos y mantener el equilibrio dentro del sistema de justicia, bajo los 

principios de independencia, autonomía, gratuidad, entre otros. 

La Constitución de la Republica del Ecuador, señala que la función judicial está 

estructurada por diversos órganos para su funcionamiento, el artículo 177 Ibidem, menciona 

que los órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos 

autónomos componen la función judicial. Los órganos Jurisdiccionales están compuestos 

desde los juzgados de paz, los juzgados y tribunales correspondientes a cada ciudad o cantón, 

continúan la Corte Provincial de Justicia perteneciente a cada provincia, y por último lo 

conforma la Corte Nacional de Justicia, entes encargados de administrar justicia. (Cabanellas 

de Torre, 2014) afirma que “Administración de justicia es el conjunto de los tribunales, 

magistrados, jueces y cualesquiera otras personas cuya función consiste en juzgar y hacer 

que se cumpla lo juzgado” (Diccionario Jurídico Elemental, págs. 25-26),  

En el mismo sentido, el art. 1 del Código Orgánico de la Función Judicial establece 

que los órganos, o entidades encargadas de administrar justicia a nivel nacional son los que 

establece la Función Judicial bajo la voluntad del pueblo. (Asamblea Nacional, 2009, pág. 

2). 
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Bajo este precepto, se comprende que la Función Judicial no actúa de manera 

autónoma ni arbitraria, sino que su legitimidad proviene de la voluntad del pueblo, lo que 

refuerza su carácter democrático, por otro lado, se busca consolidar un sistema de justicia 

que responda a los principios constitucionales, garantizando un acceso equitativo para toda 

la ciudadanía, eficaz y eficiente, además, este marco legal permite delimitar las competencias 

de los órganos judiciales y su operatividad dentro de las distintas etapas procesales. Sin 

embargo, en la práctica, surgen desafíos relacionados con la independencia judicial y la 

eficacia en la administración de justicia, lo que hace indispensable un seguimiento constante 

a la aplicación de estas disposiciones. 

En cambio, el Art. 23 del Código Orgánico de la Función Judicial señala que los 

jueces son los encargados de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva derecho 

recogido en la Constitución e Instrumentos Internacionales, y deberán ser observados en toda 

materia en la que se involucren (Asamblea Nacional, 2009). 

Como sabemos Ecuador es un país garantista de derechos y, por ende, la tutela 

judicial efectiva es uno de los derechos principales de los ecuatorianos ya que garantiza a 

toda persona su libre acceso y gratuito a la justicia, para de esta forma asegurar una 

protección imparcial de sus derechos e intereses legítimos, por lo cual se garantiza también 

que ningún caso quedará en indefensión. 

Características de la Función Judicial en Ecuador 

Dentro de nuestro país, la Función Judicial, es la entidad encargada de garantizar los 

derechos y garantías de los ciudadanos que activan el aparataje judicial bajo una serie de 

principios para manejar su operatividad y eficacia, el COFJ, regular sus responsabilidades, 

competencia y alcance. 

Entre uno de los principios mediante los cuales rigen la Función Judicial, se 

encuentra el principio de Transparencia, este principio busca garantizar que todos los 

ciudadanos confíen en el sistema de administración de justicia para ello establece que la 

información debe ser comprensible y estar al alcance de todos los ciudadanos. La 

publicación de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública dispone que todas 

las instituciones de la Función Judicial deben respetar y garantizar la publicidad en cada 

etapa del procedimiento incluyendo sus resoluciones en cualquier instancia o etapa judicial 

(Consejo de la Judicatura, 2021) 

La rendición de cuentas es un mecanismo clave para garantizar la transparencia 

dentro del sistema procesal, entendiéndose a esta como un medio para la realización de la 

justicia, e justicia, pese a ello, existen problemas derivados de la falta de acceso a la 
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información, celeridad o eficacia, siendo fundamental garantizar la supremacía 

constitucional y el respeto a los tratados internacionales en materia de derechos humanos.  

(Organización de Naciones Unidas, 2019). 

Los funcionarios que realizan sus labores dentro de los distintos órganos de la función 

judicial, están sujetos a un régimen de responsabilidad, con el fin de garantizar la ética y la 

transparencia dentro de la administración de justicia, el (Código Orgánico de la Función 

Judicial, 2009) indica que los operadores de justicia pueden ser sancionados en caso de 

incurrir en faltas como negligencia en el ejercicio de sus funciones, este precepto es 

fundamental para evitar dilataciones procesales y garantizar la confianza en el sistema 

judicial. 

Problemas como la congestión judicial, debido a causas que ingresan diariamente 

evidencian un atraso significativo respecto de las causas pendientes a resolverse, 

considerando los datos que refleja el portal de estadística judicial del portal del Consejo de 

la Judicatura se evidencia que la tasa de congestión refleja una alta carga procesal, ya que el 

número de causas resueltas es inferior al número de causas que ingresan anualmente, 

ocasionando una congestión para el siguiente año.  

Factores como la escasez de jueces, fiscales, y personal judicial, provocan una 

considerable congestión en la tramitación de los expedientes, la falta de recursos económicos 

dificulta la contratación de nuevos funcionarios y la adopción de herramientas tecnológicas 

que podrían optimizar la gestión de los casos, conlleva un gasto dentro de los recursos 

económicos en la necesidad de manejar cientos de expedientes anualmente, lo que restringe 

la capacidad para emitir resoluciones de manera oportuna.  

En cuanto a la provincia de Chimborazo hay que tomar en cuenta que hasta el año 

2023 se tenía un total de 54 jueces en las distintas áreas, sin embargo, la distribución en las 

principales áreas es la siguiente: cuenta con 10 jueces en la Unidad Judicial Civil de 

Riobamba; 6 jueces en la Unidad Judicial Penal de Riobamba; 10 jueces en la Unidad 

Judicial de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia; y la Unidad Especializada de Violencia 

contra la Mujer y Núcleo Familiar en Riobamba cuenta con 4 jueces, a más de ellos se cuenta 

con 12 jueces multicompetentes en diferentes cantones.  

 

Corte Provincial de Justicia 

En la Corte Provincial de Justicia, existen un total de 8 jueces provinciales, cinco 

jueces se encargan de los procedimientos en materia Civil, Mercantil, Laboral, Familiar, 
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Niñez y Adolescencia, y tres jueces en la sala de lo penal, penal militar, penal policial y 

tránsito.  

Sin embargo, hasta el último censo registrado, Chimborazo tiene una población 

aproximada de 500,000 habitantes, dado que, en el año 2023, ingresaron 17,816 causas en 

la provincia y se resolvieron 16,079, lo que representa una tasa de resolución del 90%. Es 

decir, la alta demanda sugiere la necesidad de agilizar procesos, implementando tecnología 

como la digitalización de expedientes y automatización de notificaciones, esto podría 

beneficiarse de un refuerzo en jueces y personal de apoyo.  

Por otro lado, en el informe de (Rendición de Cuentas 2023, 2024) que emite la 

Dirección Provincial de Chimborazo, indica que el presupuesto del Consejo de la Judicatura 

en Chimborazo para el año 2023 fue de USD 9’420,729.68 millones de dólares, distribuido 

entre los gastos de personal, gastos en bienes y servicios de consumo, egresos corrientes, 

gastos de inversión y otros pasivos, sin embargo este presupuesto demuestra una notoria 

reducción en relación al presupuesto asignado para la provincia de Chimborazo a diferencia 

de años anteriores, lo que demostraría un dificultad para implementar sistemas tecnológicos 

inteligentes que mejoren la eficiencia en la administración de justicia.  

Si de alguna forma se pudiera redistribuir ese presupuesto para una implementación 

efectiva de sistemas de Inteligencia Artificial para mejorar la gestión judicial, se requiere de 

aspectos como una reasignación presupuestaria para aumentar la inversión en tecnología, al 

igual que fondos adicionales del gobierno central o cooperación internacional, acompañado 

de una capacitación del personal en el uso de herramientas de IA, sin olvidar la 

infraestructura tecnológica adecuada para la automatización de procesos judiciales. 

Existen varias causas que generan una percepción de retardo dentro de los procesos 

judiciales, como la burocratización, imposición de recursos innecesarios, interposición de 

recursos sin fundamentos, dilatando el tiempo de resolución de diversos tribunales.  

SATJE (Sistema Automático de Trámite Judicial Ecuatoriano)  

La digitalización del sistema de justicia se ha transformado hasta la implementación 

del SATJE (Sistema Automático de Trámite Judicial Ecuatoriano en búsqueda de la 

optimización de trámites judiciales, reducir la carga procesal y mejorar la atención a los 

usuarios,  de acuerdo con (Morillo Velasco , 2020)  es el sistema informático empleado por 

la función Judicial, para funcionarios y usuarios del sistema de justicia, encargada de agilizar 

las actividades procesales  atreves de almacenar, procesar o tratar, mantener, compartir, 

presentar o transmitir las actuaciones judiciales. (pág. 60) 
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Esta herramienta digital facilita a los actores de justicia, realizar diversas actividades 

judiciales en línea como sorteo electrónico de causas, recepción de escritos o demandas en 

línea, seguimiento de causas, notificaciones electrónicas, además de la revisión del casillero 

judicial electrónico con anexos despachados y la visualización de expedientes digitalizados, 

estas innovaciones mejoran la gestión documental, reduciendo el tiempo y facilitando el 

acceso a la justicia. 

Estas funcionalidades buscan optimizar el tiempo de los usuarios, mejorar o fomentar 

la interacción de los distintos órganos que comprenden la función judicial, con las 

instituciones públicas y privadas, terceros intervinientes, fiscales, abogados, aumentando la 

transparencia a la información en diferentes instancias procesales, buscando garantizar un 

acceso rápido, efectivo y eficaz a la administración de justicia.   

Sistema de Justicia en la Pandemia de COVID-19  

La pandemia de COVID-19 representó uno de los mayores desafíos para el sistema 

judicial ecuatoriano, las restricciones impuestas para contener la propagación del virus 

obligaron a suspender la mayoría de las actividades judiciales, lo que tuvo un impacto directo 

en el acceso a la justicia, durante los primeros meses de la emergencia sanitaria, el Consejo 

de la Judicatura estableció que únicamente se atendería casos de flagrancia, violencia 

doméstica, tránsito y delincuencia juvenil, dejando en pausa miles de procesos en otras áreas 

del derecho, como el civil, laboral y de familia, por ende, esto provocó una acumulación 

masiva de expedientes y una congestión sin precedentes en los tribunales, dificultando aún 

más la ya sobrecargada administración de justicia en Ecuador. 

Esta situación provocó el cierre parcial de casi todas las instituciones estatales 

incluidas las de la función judicial, dando como consecuencia la vulneración de derechos 

como el derecho una tutela judicial efectiva y oportuna, seguridad jurídica, o principios como 

el principio de inmediación, eficacia, eficiencia, celeridad, oportunidad, de acuerdo a los 

datos del Consejo de la Judicatura, se estima que más del 60% de casos en trámite sufrieron 

retrasos significativos, por cuanto no se realizaron actuaciones judiciales indispensables 

como la sustanciación de audiencias presenciales, la suspensión de términos y plazos 

procesales y la falta de mecanismos adecuados para dar continuidad a los trámites generaron 

una sensación de inseguridad jurídica.  

Uno de los problemas más acentuados del sistema judicial ecuatoriano ha sido su 

limitada infraestructura tecnológica ya que a diferencia de otros países que han logrado 

implementar plataformas digitales para la gestión ágil de expedientes y la realización de 

audiencias virtuales de manera eficiente, en Ecuador la transición hacia el entorno digital se 
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ha visto marcada por demoras y numerosos obstáculos, el Sistema Automático de Trámite 

Judicial Ecuatoriano (SATJE), tiene un funcionamiento efectivo pero aún no está 

desarrollado para ejercer una gestión completamente digital. 

Ante la presión de reactivar la administración de justicia, se llevaron a cabo medidas 

paliativas, como la habilitación de audiencias virtuales , por ello mediante la Resolución No. 

06-2021 se dispuso que la realización de Audiencias sea vía telemática a fin de garantizar 

los derechos a la tutela judicial efectiva, el debido proceso y la seguridad jurídica, además, 

se incrementó el uso de la firma electrónica y por ende la recepción de escritos a través de 

correos electrónicos institucionales y casilleros electrónicos judiciales, sin embargo, muchas 

audiencias tuvieron que ser reprogramadas, agravando así el rezago judicial, acentuando las 

desigualdades en el acceso a la justicia. 

Esta situación dejó claro que el sistema de justicia no puede funcionar o depender 

únicamente de la atención presencial, se evidencio la necesidad urgente de contar con 

herramientas tecnológicas más sólidas, seguras y fáciles de usar, que permitan mantener los 

procesos judiciales operativos ante cualquier situación, y que esté al alcance de todos los 

funcionarios y usuarios del sistema de justicia,  todo estos bajo un marco normativo que 

ampare el uso de plataformas, herramientas, sistemas informáticos para evitar una 

vulneración de derechos, ya que, si no se incorporan a tiempo, el acceso a la justicia podría 

volver a verse afectado en caso de una nueva emergencia. (Consejo de la Judicatura del 

Ecuador. 2020) 

2.2.3.3. Beneficios y riesgos de utilizar la Inteligencia Artificial 

Principales beneficios de la Inteligencia Artificial 

La Inteligencia Artificial ha generado una transformación sin precedentes en 

múltiples sectores entre ellos la administración de justicia, una gestión pública que respete 

las garantías del debido proceso en el ámbito judicial, no solo impacta el funcionamiento del 

sistema de justicia en términos de eficiencia y precisión, sino que también aporta beneficios 

normativos, sociales promoviendo una administración de justicia más accesible y 

transparente. 

Uno de los principales aportes en el campo judicial es la optimización en los tiempos 

procesales, por medio de su capacidad de aprendizaje automático analiza grandes volúmenes 

de información en cuestión de segundos, facilitando la identificación de jurisprudencia 

relevante para jueces y fiscales, la clasificación de documentos y la priorización de casos 

urgentes, esto facilita a los operadores judiciales reduciendo la carga procesal. 
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Por ejemplo, Sistemas como el programa Victor en Brasil, y Prometea en Argentina 

han demostrado que los sistemas de IA pueden disminuyendo significativamente los tiempos 

de resolución en materia administrativa y penal, mejorando la eficiencia sin comprometer la 

calidad de la justicia.  

Visto desde un enfoque normativo, las herramientas que ayuden a la elaboración de 

sentencias mediante Inteligencia Artificial contribuyen en la armonización y uniformidad de 

la aplicación del derecho, garantizando el derecho a la seguridad jurídica, con su capacidad 

para analizar patrones en jurisprudencia ayuda a aplicar la ley de manera objetiva, 

reduciendo el riesgo de resoluciones que puedan tener una motivación contradictoria, el uso 

de IA en la redacción de resoluciones o sentencias judiciales puede garantizar que las 

decisiones a más de estar alineadas con el ordenamiento jurídico actual sean expedidas en 

un tiempo razonable que no afecte los derechos de las partes involucradas. (Rodríguez 

Barroso & Martínez Cisneros, 2024). 

La Inteligencia Artificial tiene el potencial de reducir barreras de acceso a la justicia, 

especialmente para ciudadanos en situación de vulnerabilidad, mediante el uso de asistentes 

virtuales y chatbots jurídicos, como los desarrollados en Europa y América Latina, agilita 

que cualquier persona pueda obtener información legal de manera rápida y accesible, sin 

necesidad de intermediarios costosos. 

En diversos sectores, el patrocinio jurídico significa un obstáculo a causa de las 

condiciones económicas de los ciudadanos, se pretende impulsar el acceso a la justicia, 

mediante la digitalización e innovación en diversas plataformas digitales con la ayuda de la 

Inteligencia Artificial.  

Con la automatización de trámites judiciales, se busca eliminar barreras que 

congestionen el sistema de justicia, como la necesidad de acudir a los tribunales en especial 

a personas discapacidad, adultos mayores, poblaciones rurales, o sectores que tengan 

limitaciones para acceder a la justicia. 

El uso de IA permite reducir costos administrativos en las diferentes dependencias 

judiciales, lo que representa un beneficio para el Estado y sus ciudadanos, la automatización 

de trámites, la reducción de papel y la optimización del tiempo de los jueces y abogados 

resultan en un sistema judicial más eficiente y menos costoso. 

Mediante el uso de IA puede permitir que los recursos del sistema judicial se 

enfoquen en los casos más urgentes y de mayor impacto social, en lugar de desperdiciarse 

en procedimientos burocráticos que podrían ser automatizado, de esta forma se contribuye a 

mejorar la gestión de los tribunales y a optimizar el acceso a la justicia para la ciudadanía, 
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sin embargo, este impacto positivo solo puede lograrse si la implementación de la IA está 

regulada bajo principios de ética, imparcialidad y supervisión humana.. 

Otros estados han utilizado de manera positiva la Inteligencia Artificial en la gestión 

de recursos, análisis de grandes volúmenes de datos, países como China y Estados Unidos, 

han incorporado Inteligencia Artificial en procesos administrativos para agilizar la 

prestación de servicios y mejorar la capacidad de respuesta del Estado ante las necesidades 

de la ciudadanía (Dwivedi Y, 2021).  

Progresivamente América Latina, ha empleado el uso de algoritmos para acelerar la 

resolución de causas en diversas materias su implementación en la administración de justicia 

y en la gestión pública acompañada de ciertas disposiciones normativas que legalicen su 

utilización (Lumbreras & Rayón, 2023) 

El uso de la Inteligencia Artificial debe estar supervisado y velar por la transparencia 

de sus algoritmos, para eliminar los posibles sesgos que puedan generarse, por lo que, es 

menester desarrollar un modelo inteligencia artificial que respete los principios de un estado 

constitucional de derechos. 

Principales riesgos de la Inteligencia Artificial.  

Aunque la inteligencia artificial ha demostrado ser una herramienta útil para mejorar 

la eficiencia del sistema judicial, su incorporación puede conllevar ciertos desafíos que 

dificultan su implementación, uno de los más conocidos son los Sesgos de IA, este problema 

surge por los datos con los que se entrena a la Inteligencia Artificial, en ocasiones no 

representa la realidad o abarca a toda un población lo que puede generar que ciertos 

programas de IA, discriminen a determinados grupos o personas, provocando que las 

búsquedas reflejen resultados distorsionados, por ejemplo, en la toma de decisiones su uso 

y alcance debe estar limitado a la normativa nacional respetando los derechos de 

transparencia, imparcialidad, privacidad y equidad.  

Un problema que conlleva la implementación de estos sistemas es la dificultad del 

razonamiento, dado que el derecho es una ciencia que contiene elementos subjetivos, existen 

construcciones lógicas o sintácticas que pueden contener ambigüedades, siendo necesario 

considerar este particular en razón que en el derecho pueden existir múltiples soluciones, 

cabe la posibilidad que un mismo hecho jurídico tengas varias interpretaciones (Segura, 

2023) 

Otras de las dificultades, la encontramos desde el punto de vista legal, debido que la 

IA en varios países atraviesa un vacío normativo, que delimite su alcance, aplicabilidad, 

promueva la igualdad y evite cualquier tipo de discriminación histórica, económica, social, 
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cultura, educativa, entre otras, varios países en principio han empleado ciertos instrumentos 

legales que norma su uso en términos de aplicación, ética, calidad, seguridad y transparencia 

y no discriminación, alineados y respetando los principios inherentes a todo ser humano 

(Segura, 2023) 

Hay que considerar que en el curso de los procedimientos judiciales, se procesas una 

gran cantidad de datos personales, entre ellos información sensible o reservada de las 

personas o terceros intervinientes en un litigio, esto plantea preocupaciones sobre la 

privacidad y la posibilidad de que estos datos sean utilizados de manera indebida o sea 

compartido para analizar otros casos, vulnerando el derecho de datos personales, ya sea 

mediante ciberataques o compartidos por parte de los algoritmos de la Inteligencia Artificial. 

(Sayati, 2022) 

En consecuencia, si los sistemas judiciales no cuentan con leyes, protocoles 

adecuados para proteger la información proporcionada a los sistemas de IA, existe la 

posibilidad de que la información reservada pueda ser expuesta o manipulada como la firma 

digital o contratos electrónicos, por ellos la protección a la información constituye un 

derecho fundamental que debe regularse ante los avances tecnológicos que intervienen en el 

sistema judicial.  

La automatización de ciertos procesos judiciales puede llevar a una dependencia 

excesiva de la tecnología, reduciendo la capacidad de análisis crítico de los jueces y 

abogados, o disminuyendo la función del personal que trabaja en dichas dependencias por 

ende se reduce el número de funcionarios dentro de la administración de justicia, si bien la 

IA puede asistir en la toma de decisiones, no puede reemplazar el juicio o razonamiento 

humano ni la capacidad interpretativa del derecho. (Fenoll, 2018) 

Latinoamérica está marcada por varias desigualdades socioeconómicas, las cuales se 

manifiestan en altos índices de pobreza y en condiciones que reflejan una notable fragilidad 

institucional, esta situación limita significativamente la capacidad de ciertos grupos para 

acceder o participar en el desarrollo de tecnologías basadas en inteligencia artificial, en 

consecuencias se restringe el acceso equitativo a la justicia, aumentando las barreras 

existentes para la población y profundizando las disparidades en el ejercicio de los derechos.  

Además, la limitada alfabetización digital en determinados sectores de la población 

constituye un obstáculo adicional para el acceso efectivo a los sistemas judiciales que 

incorporan tecnologías inteligentes. Esta condición, afecta de manera particular a personas 

adultas mayores, comunidades rurales y grupos de atención prioritaria, para que la 
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inteligencia artificial no se transforme en un factor de exclusión los gobiernos e instituciones 

del sistema judicial deben implementar políticas públicas orientas a la formación digital 

Es fundamental que los legisladores antes de establecer normativas que regulen la 

implementación de IA en los tribunales, aclaren o rellenen ciertos vacíos legales que aun 

contienen diferentes cuerpos normativos puesto que la IA, se nutre con la información que 

le proporcionan y en base a esto efectúa sus análisis, un marco legal debería definir criterios 

claros sobre su uso, sus límites y los mecanismos de rendición de cuentas. 

2.2.3.4. Análisis del proyecto de ley orgánica de regulación y promoción de la 

Inteligencia Artificial.  

La asambleísta Patricia Núñez el 20 de junio de 2021, presento un proyecto de ley 

con la iniciativa de consolidar un marco normativo que impulse el desarrollo tecnológico del 

país, con la validación de la Inteligencia Artificial, impulsa el desarrollo progresivo de IA 

en entidades públicas y privadas.  

De acuerdo con los autores (Clark, y otros, 2024), entre las naciones que lideran en 

innovaciones respecto a inteligencia artificial son, China, Reino Unido, Canadá y Alemania, 

en Sudamérica, países como México, Brasil, Argentina son los pioneros en acoplar estas 

tecnologías, para ello se busca generar disposiciones que promocionan la aplicación de 

Inteligencia Artificial en el sector público y privado. 

El proyecto de Ley Orgánica contiene 83 artículos, su objetivo es regular el uso de la 

IA en varias, y también promover su desarrollo, es decir, busca establecer directrices claras 

para la investigación, desarrollo, implementación y supervisión de sistemas de IA, con el 

objetivo de fomentar la innovación y garantizar el respeto a los derechos fundamentales de 

los ciudadanos mientras se utilicen estas herramientas.  

 Esto es fundamental, ya que la I0A no tiene una delimitación en cuanto a la 

información que contiene, por lo que su impacto se extiende más allá de la jurisdicción 

nacional, es crucial que la ley no establezca restricciones en cuanto a normativa aplicable, 

con el propósito de eliminar las barreras de carácter burocrático que puedan dificultar la 

implementación efectiva de políticas públicas respecto de la aplicación de estas nuevas 

herramientas destinadas a la innovación tecnológica y transformación digital.   

Uno de los principales objetivos es crear un entorno propicio para la adopción de la 

inteligencia artificial en diversos sectores, incluyendo la administración de justicia, 

contribuyendo a una justicia más ágil y accesible para la ciudadanía, fomenta que su 

desarrollo sea bajo principios éticos y con mecanismos de supervisión adecuados para evitar 
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posibles sesgos o vulneraciones de derechos, por lo que, busca garantizar el uso adecuado y 

responsable en la ciudadanía. 

La necesidad de esta ley, surge a partir de la regulación de Inteligencia Artificial en 

otros países, al normalizar y utilizar estos sistemas en varios de sus ámbitos nace la necesidad 

de implementar mecanismos que regulen su implementación a nivel nacional, según (Clark, 

y otros, 2024) Ecuador no ha tomado medidas para fomentar la investigación y uso de 

Inteligencia Artificial, a la par de otros países, tendiendo a que Ecuador se encuentre 

rezagado a nivel tecnológico. Por ellos, propone el desarrollo de una plataforma que fomente 

a que empresas y entidades educativas, públicas y privadas interactúen en este nuevo campo 

y brinden a las instituciones del país una optimización dentro de sus operaciones, capten 

recursos financieros y tecnológicos.  

Uno de los aspectos más relevantes del proyecto es la amplitud de su alcance, la 

normativa se aplicará a todas las actividades vinculadas con la investigación, desarrollo, 

implementación y comercialización de sistemas de inteligencia artificial, 

independientemente de si son llevadas a cabo por entidades públicas o privadas, nacionales 

o extranjeras, en consecuencia, cualquier organización que opere dentro del territorio 

ecuatoriano o que genere efectos jurídicos sobre personas o empresas locales deberá cumplir 

con esta ley, este enfoque establece un marco sólido que no solo regula, sino que también 

fomenta la participación de diversos actores en el ámbito de la inteligencia artificial, 

promoviendo un ecosistema inclusivo que involucra tanto a pequeñas, medianas, grandes 

empresas y organizaciones. 

Por ende, lo que busca el proyecto es establecer las bases para la implementación 

efectiva de la IA en el país, promoviendo la formación de talento humano, la protección de 

datos personales y la creación de un ecosistema digital inclusivo, incluye y clasifica el nivel 

de riesgo que puede acaparar un sistema de IA más, estableciendo requisitos específicos para 

su desarrollo y uso, como la explicabilidad de la lógica algorítmica y la supervisión humana, 

estas medidas buscan garantizar que la adopción de estas herramientas se realice de manera 

ética, segura, trasparente y  alineada con los derechos fundamentales. 

2.2.3.5. Análisis de La Sentencia T-323/24.  

La corte Constitucional de Colombia a través de la sentencia T-323/24, emite 

parámetros que deben aplicar los funcionarios judiciales en caso que se utilicen herramientas 

de IA en sus funciones, la génesis comienza cuando un juez de segunda instancia utiliza la 

herramienta de inteligencia artificial Chat GPT 3.5, para realizar con mayor amplitud su 
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ejercicio argumentativo, en un caso sobre la protección de derechos fundamentales de un 

ciudadano que padecía la condición de Trastorno de Espectro Autista-(TEA). 

El Juez de segunda instancia, utiliza una Inteligencia Artificial para generar respuesta 

y motivar una acción de tutela, en la cual se veían comprometido el derecho a la salud, la 

vida digna y la seguridad social, de un menor diagnosticado con TEA, pues pese a su 

condición no tuvo exoneración alguna en copagos, cuotas moderadoras respecto a los 

servicios médicos, además no existió una suministración del servicio gratuito de transporte 

interurbano, ni mucho menos se le autorizo un tratamiento integral.  

Respecto al fondo del asunto la Corte Constitucional, confirmo el fallo del juez de 

segunda instancia del juzgado de lo laboral, afirmando que el menor deber ser exonerado de 

copagos, cuotas moderadoras en servicios y medicamentos que incluya su tratamiento, 

ordeno la ampliación de cobertura del servicio de transporte para todas las consultas y 

tratamientos necesarios para garantizar el servicio integral de salud sin barrera alguna.  

En cuanto al uso de la IA, el análisis que realiza la corte, se centra con respecto si la 

decisión que tomo el juez, vulnera el derecho al debido proceso, considerando si el caso fue 

resuelto por una Inteligencia Artificial pudiendo tal decisión estar parcializada a los sesgos 

y algoritmos presentes y por ende carecer de ciertas garantías básicas del debido proceso al 

sustituir el razonamiento lógico y humano, o si por el contrario, tal decisión fue emitida por 

el juez de instancia correspondiente respetando los principios de transparencia, 

responsabilidad y privacidad. 

Con respecto a la validez del juez, la Corte considera que el principio de transparencia 

y pudo verse lesionado, en vista que el juez no detallo con claridad el uso, alcance e 

información obtenida por parte de herramientas que usen IA, el principio de responsabilidad 

también estuvo a punto de ser trasgredido ya que debe existir una capacitación para el uso 

de estas tecnologías para determinar si es idóneo o no su uso debido a la información inexacta 

que puede brindar estas herramientas al momento de realizar un ejercicio argumentativo. El 

principio de privacidad no se vio vulnerado ya que el juez no proporciona datos personales 

de las partes. 

Es menester mencionar que la Corte Constitucional de Colombia, a pesar de emitir 

las consideraciones respectivas para el uso de estas herramientas de IA en la administración 

de justicia para fortalecer su fiabilidad y aplicabilidad, también señala que podría mejorar la 

eficiencia y eficacia en la gestión administrativa y documental, en el apoyo a la función, 

gestión judicial o en la corrección y síntesis de textos, sembrando bases y lineamiento para 
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que estas nuevas tecnologías sean instauradas en la administración de justicia en Colombia, 

sin reemplazar las labores jurisdiccionales humanas de cada juez. 

La corte considero que el uso de estas herramientas de forma abusiva y descontrolada 

puede violar varias garantías del debido proceso como la garantía del juez natural, la 

motivación de las decisiones judiciales, y la garantía del debido proceso probatorio, ya que 

estas son tareas que deben realizarse mediante el razonamiento lógico y humano.  

Teniendo en cuenta el innegable uso progresivo de estas herramientas por jueces, 

abogados, etc. La Corte expone paramentos y lineamientos para el uso de la IA en el sistema 

judicial de Colombia a través de la sentencia T-323/24, hasta que se expida un marco 

regulatorio al respecto, se deberá tomar en cuenta, que el juez que emplee la IA dentro de un 

proceso judicial, o en su decisión como tal, no vulnere los principios de transparencia, 

responsabilidad y privacidad. 

Para ello, se debe tomar en cuenta, el uso de estos sistemas inteligentes los cuales 

deben comprender en todo el ejercicio donde el funcionario judicial comparta el uso de esta 

herramienta con los actores del caso dentro del proceso, además no deben reemplazar la 

labor ni el raciocinio humano, se debe verificar la credibilidad de la información y ponderar 

la privacidad de los actores judiciales en la búsqueda de información evitando una 

vulneración sus derechos. 
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CAPÍTULO III 

3. METODOLOGÍA 

3.1.  Unidad de análisis 

La presente investigación se efectuará en la ciudad de Riobamba, provincia de 

Chimborazo, misma que se centra en un análisis documental sobre la Inteligencia Artificial 

en la Administración de Justicia, se analizará mediante un ejercicio de derecho comparado 

que involucren estados internacionales donde se demuestren que la Inteligencia Artificial 

ayuda a potencializar la eficiencia dentro del sistema judicial.  

3.2.   Métodos 

Para estudiar el problema se empleó los siguientes métodos:  

Método Inductivo: Por medio de este método se analizará características específicas 

de la Inteligencia Artificial para determinar cómo esta influye en la emisión de resoluciones 

o sentencias en un marco de eficiencia dentro del sistema judicial ecuatoriano.  

Método jurídico Comparativo: Con este método se contrastará como la Inteligencia 

Artificial ha sido integrada en sistemas judiciales de otros países y los resultados obtenidos 

en dichos contextos, con la situación actual del sistema ecuatoriano. Mediante este método 

se busca identificar las mejores prácticas que podrían ser adaptadas al contexto judicial 

dentro de las unidades o tribunales en la ciudad de Riobamba, provincia de Chimborazo.  

Método dogmático: Mediante este método se logra interpretar adecuadamente 

aspectos relacionados con el Derecho como normativa, doctrina, jurisprudencia, etc., dentro 

de un procedimiento que se caracteriza por cumplir sistemáticamente un conjunto de 

actividades intelectuales (pensamiento, reflexión, criticidad, construcción, solución), que 

permiten conocer y saber sobre el objeto jurídico de estudio.     

3.3.  Enfoque de investigación 

El enfoque de la presente investigación será cualitativo, pues implica analizar las 

características de la Inteligencia Artificial, para adaptarla dentro del Sistema de Justicia 

Ecuatoriano.  

3.4.  Tipo de investigación 

Investigación jurídica descriptiva: Se encarga de describir las cualidades y 

características del problema, fenómeno o hecho jurídico investigado. 
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Investigación Exploratoria: Este tipo de investigación busca determinar la 

naturaleza y el alcance del problema jurídico, así como las fuentes y posibles soluciones que 

brinden al sistema judicial ecuatoriano.  

Investigación Dogmática: Mediante este tipo de investigación se realizará un 

estudio lógico del derecho positivo, de normas jurídicas, precedentes, para llegar a 

determinar la validez del ordenamiento jurídico bajo un contexto determinado.  

3.5.  Diseño de investigación  

Por la complejidad de la investigación, por los objetivos que se alcanzó, por los 

métodos que se empleó en el estudio del problema jurídico y por el tipo de investigación, el 

diseño es no experimental.  

3.6.  Población y muestra 

3.6.1. Población  

La población incluida en la presente investigación serán Jueces de la Unidad de 

Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia en la ciudad de Riobamba, Fiscales de la provincia de 

Chimborazo y abogados en libre ejercicio.  

3.6.2. Muestra 

La población se delimito a una muestra no probabilística por conveniencia bajo el 

siguiente criterio de selección: 4 fiscales o secretarios con mínimo 5 años de experiencia, y 

5 abogados con mínimo 5 años de experiencia en libre ejercicio. 

3.7. Técnicas e instrumentos de investigación 

Técnicas  

• Entrevista 

Instrumentos  

Como instrumento de investigación es la guía de entrevista, mediante este último se 

podrá recopilar información con preguntas abiertas y cerradas relacionadas con el objeto de 

estudio.  

3.8.  Técnicas para el tratamiento de información 

1. Elaboración del instrumento de investigación 

2. Aplicación del instrumento de investigación 
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3. Procesamiento de los datos e información 

4. Interpretación o análisis de resultados 

5. Discusión de resultados 
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CAPÍTULO IV 

4. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

4.1. Ventajas y Desventajas de Inteligencia Artificial en la Administración de Justicia. 

Ventajas 

Reducción en la carga de trabajo de jueces y abogados, mayor acceso a la justicia 

mediante asistentes virtuales, optimización de recursos del Estado, reducción del Estado y 

usuarios, minimización del riesgo del sesgo humano en decisiones judiciales, mejora la 

eficiencia y acelera el desarrollo de los procesos judiciales, agiliza la gestión judicial 

mediante automatización. 

Desventajas.  

Opacidad en los algoritmos dificulta la trazabilidad judicial, fallos en la configuración de IA 

pueden distorsionar la equidad en la justicia, posibilidad de vulneraciones a la privacidad y 

seguridad de los datos personales, dependencia excesiva de la IA podría debilitar la 

capacidad de análisis crítico de jueces y abogados, la falta de infraestructura limita el uso de 

IA en algunas comunidades, riesgo de decisiones automatizadas sin supervisión humana 

suficientes.  

Las ventajas y limitaciones de inteligencia artificial (IA) en el sistema de justicia, 

enfatizando aspectos relevantes en su implementación cabe recalcar que entre sus beneficios, 

está el aligeramiento de la carga de trabajo tanto de jueces como de abogados, con procesos 

eficientes y ágiles, la digitalización y automatización también simplifican el manejo de 

expedientes y trámites judiciales, maximizando recursos y fortaleciendo el acceso a la 

justicia a través de asistentes virtuales y chatbots, también se incluye como beneficio el 

minimizar el sesgo humano, promoviendo equidad en el proceso de toma de decisiones   

Por otro lado, las desventajas son el opacidad en los algoritmos, que conlleva una 

complicación en trazabilidad de las decisiones judiciales, se apunta a que errores en 

configuración de la IA pueden deformar equidad y reproducir desigualdades ya instaladas, 

se mencionan también riesgos en privacidad y seguridad de datos personales, y una posible 

dependencia excesiva de la IA, que puede disminuir el análisis crítico por jueces y letrados, 

por lo que finalmente, el déficit digital y el déficit en infraestructura tecnológica pueden 

limitar el acceso equitativo a tales herramientas, creando desigualdades en su aplicación. 
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4.2. Análisis y discusión de resultados de la entrevista realizada a expertos en Derecho 

procesal e Inteligencia Artificial.  

4.2.1 Resumen de las variables sociodemográficas  

El análisis de las variables sociodemográficas aplicados al grupo de personas que 

optaron por responder a las preguntas planteadas refleja que, en cuanto al género, el 100% 

corresponde al género masculino. La edad de los entrevistados varia en un rango de 25 a 55 

años, con una media representativa de 36.7 % del grupo, lo que indica que es una población 

con edad media. Con relación al nivel educativo, el 50% de los entrevistados indica que han 

finalizado sus estudios de tercer nivel, un 25% de los entrevistados además de finalizar sus 

estudios superiore de tercer nivel han obtenido una especialización, y el 25% restante de los 

entrevistados indicar tener una maestría a más de su título de tercer nivel. 

Respecto a las áreas en las que incursionan los entrevistados, existe una variación, el 

50% de los entrevistados se especializa en derecho procesal, un 20% de los entrevistados 

tiene una especialización en derecho procesal penal, y el 30% de los entrevistados restante 

se especializan en diversos campos del derecho. Estos datos demuestran una visión detallada 

de las características demográficas y educativas del grupo, mostrando una población con un 

nivel educativo elevado y una distribución interesante en las áreas de especialización. 

 

4.2.1.1. Análisis e interpretación de resultados 

Pregunta 1 

1. Con el pasar de los años, la carga procesal en los juzgados y tribunales de 

Riobamba ha generado retrasos en la resolución de casos. ¿Cree que la 

Inteligencia Artificial podría contribuir significativamente a mejorar la 

eficiencia en la administración de justicia? 

Ante esta pregunta los entrevistados, consideran que la Inteligencia Artificial puede 

ser un medio para contribuir a la eficiencia en la administración de justicia, mencionan que 

no puede aplicar estas tecnologías a todos los procesos dado que los casos judiciales son 

subjetivos y requieren interpretación humana, pero si reconocen que en diversas áreas como 

la digitalización de expedientes, fundamentación, gestión y despacho de documentos, 

optimizaría en gran medida al despacho de trámites judiciales contribuyendo en la celeridad 

de procedimientos judiciales, aunque cuentan con el sistema SATJE, que es mitad 

electrónico, mitad físico, señala  que es necesario un programa un poco más refinado. 

Pregunta 2 
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2. ¿Qué condiciones considera usted que debería tener el Sistema de Justicia 

Legal correspondientes a los Juzgados y Tribunales y sus dependencias en la 

ciudad de Riobamba, además de infraestructura tecnológica, económica, para 

implementar la Inteligencia Artificial? ¿En qué áreas? 

 

Se destaca una visión positiva sobre la implementación de la inteligencia Artificial, 

aunque su incorporación para ciertos usuarios no requiera de una mayor capacidad de 

adquirir tecnologías, por el alcance y accesibilidad de dispositivos móviles, si es necesario 

manejar un plan en diversas áreas dentro de los diversos órganos de la función judicial, que 

ayuden a mejorar condiciones enfocados en infraestructura, equipos tecnológicos internet y 

capacitación que aporten a las diferentes etapas en un proceso judicial, con el apoyo de una 

inversión económica por parte del estado. 

Pregunta 3 

 

3. ¿Considera que la IA, enfrentaría un obstáculo al no estar normado su uso o 

funcionamiento dentro del Sistema ecuatoriano? 

 

Los entrevistados señalan que la inclusión Inteligencia Artificial generaría una serie 

de reformas a la normativa actual, par que en un futuro la Corte Constitucional no tenga que 

realizar un control concreto o un control difuso dependiendo del caso a analizar por una 

posible vulneración de derechos, esencialmente en temas de ciberdelitos, o al momento de 

emplear IA a diversas etapas de un proceso judicial, por lo que es importante que el poder 

legislativo trabaje en reformas a las normas para evitar cualquier tipo de confusión, 

siguiendo la línea que países latinoamericanos han seguido.  

 

Pregunta 4 

 

4. La introducción de tecnología en procesos tradicionales suele generar 

resistencia por parte de los operadores de justicia. ¿Cómo percibe la 

disposición de jueces y abogados para adoptar herramientas de IA en su labor 

diaria? 

Los entrevistados miran con optimismo la integración de herramientas de IA en su 

labor diaria ya que facilitaría la labor humana, algunos operadores de justicia muestran 

resistencia al cambio por desconocimiento o temor a que las nuevas tecnologías reemplace 

su labor, cuando en realidad es una herramienta de apoyo sin reemplazar el raciocinio 

humano, pero es necesario la capacitación al personal para manejar los sistemas electrónicos 

dado que no todos los funcionarios o actores están en la capacidad de manejar estas 
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herramientas, ello conlleva a un sesgo personal y resistencia en cuanto a su uso por parte de 

los funcionarios públicos, son conscientes que el cambio generacional obliga a ir más allá 

de los métodos tradicionales. Señalan que toda esta información debe ser empleada y 

acompañada por  

Pregunta 5. 

5. ¿Está de acuerdo en que la IA puede mejorar la precisión en la revisión de 

documentos legales, como facilitaría la objetividad y eficiencia en la toma de 

decisiones judiciales? 

Se evidencia un consenso sobre la potencialidad de la IA, especialmente lo 

relacionado con la previsión de ciertos documentos legales, facilita y mejora el acceso y 

manejo de información en ciertas áreas, y mejoraría en la objetividad a determinados actos 

procesales ya que no intervienen los sesgos que un ser humano puede tener, se debe 

considerar, en relación a la objetividad y eficiencia en decisiones judiciales se debe verificar 

que en vista que estas herramientas de inteligencia artificial pueden arrojar respuestas 

basadas en marcos jurídicos de otros países o normativas desactualizadas. Sin embargo, su 

uso debe ser completado y revisado por el análisis humano e integrado con responsabilidad. 

Pregunta 6  

6. ¿En qué procedimientos Judiciales o etapas de las actividades investigativas, 

usted considera que debieran incluirse el desarrollo y aplicación de la 

Inteligencia Artificial? 

Se evidencia que la mayoría señala que las etapas procesales en las cuales se puede 

implementar inteligencia artificial deben limitarse en las primeras etapas judiciales, como 

en la recepción de denuncias o demandas, despachar ciertas diligencias investigativas, puesto 

que los errores pueden corregirse con facilidad, por otro lado, ayudaría en la motivación de 

sentencias o resoluciones, por su utilidad en el análisis de doctrina, jurisprudencia, casos 

internacionales y normativa nacional. +5Señalan que el sistema actual (E-SATJE) ya tiene 

cierto grado de digitalización, sin embargo, es evidente la necesidad de mejoras para alertar 

sobre notificaciones y facilitar el seguimiento de causas, es útil para organizar información 

y agilizar procedimientos. 
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4.2.2 Análisis de categorías por códigos. 

Eficiencia procesal 

Los entrevistados coincidieron en que la sobrecarga de trabajo en los juzgados y 

tribunales ha provocado retrasos significativos en la resolución de casos, bajo este precepto 

la Inteligencia Artificial surge como una herramienta con el potencial de agilizar 

procedimientos que actualmente requieren mucho tiempo y esfuerzo humano, por lo que se 

destacó al automatizar ciertas tareas repetitivas, como la clasificación de documentos o la 

identificación de requisitos legales en las demandas, los jueces y secretarios podrían 

enfocarse en la toma de decisiones y el análisis jurídico, cabe recalcar que la experiencia de 

otros países ha demostrado que la implementación de estas herramientas en la justicia 

contribuye a mejorar la celeridad de los procesos, reduciendo tiempos de espera y 

garantizando una administración más ágil y eficiente. 

Infraestructura tecnológica 

A pesar del reconocimiento de los beneficios que la IA puede aportar, un obstáculo 

importante es la falta de infraestructura tecnológica dentro del sistema judicial ecuatoriano, 

se menciona que actualmente se usa el SATJE (Sistema Automático de Trámite Judicial 

Ecuatoriano) bajo un modelo mixto, lo que limita la integración de herramientas avanzadas 

de IA, sumado a ello en muchos tribunales aún se utilizan equipos obsoletos, lo que significa 

una barrera para la digitalización total del sistema, por otro lado, la modernización 

tecnológica es un paso imprescindible para que pueda desempeñar un rol efectivo en la 

justicia, por lo que es necesario que el Estado invierta en mejores servidores, software 

especializado y capacitación del personal, para garantizar una igualdad en la justicia. 

Automatización de procesos 

La intervención de la Inteligencia Artificial puede desempeñar un papel importante 

para la automatización de procesos, esto le permite a funcionarios judiciales desempeñar con 

más celeridad sus actividades, tareas secundarias como la revisión de elementos de forma, 

organización y análisis de datos, redacción de documentos podrían ejecutarse con la ayuda 

de herramientas de IA, mejorando la gestión documental y contribuyendo en la reducción de 

la carga laboral para el personal judicial y por ende una respuesta satisfactores para los 

sujetos procesales evitando una vulneración de derechos al aumentar la transparencia durante 

los procesos.  

Limitaciones normativas 
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Uno de los problemas por cuales la IA causa expectativa y delimita su operabilidad 

en el sistema de justicia, se debe a la inexistencia de una regulación o disposición dentro del 

ordenamiento jurídico ecuatoriano, que sostenga, autorice o delimite su uso, además de que 

etapas o procedimientos pueda intervenir, así como las funciones que realicen. 

Independientemente del área que contribuya su aplicación y alcance se debe respetar y 

garantizar los principios de transparencia, legalidad y responsabilidad para mejorar la 

eficiencia en la administración de justicia, en este sentido, es necesario que se adopten 

reformas que establezcan límites para que se garanticen los derechos de los ciudadanos con 

la aplicación de la tecnología durante un procedimiento judicial. 

Sesgos en IA 

Uno de los riesgos identificados en la implementación de IA en el sistema judicial es 

la posibilidad de que los algoritmos utilizados reproduzcan sesgos preexistentes en la 

normativa o en la jurisprudencia a utilizarse, o en los datos proporcionados, se advirtió que 

estos sistemas depende de los datos con los que es entrenada, y si estos datos contienen 

errores, interpretaciones desactualizadas o doctrinas sesgadas, los resultados generados 

podrían carecer de imparcialidad, por ello, se enfatizó la necesidad de una supervisión 

constante y de un monitoreo riguroso para evitar que se generen decisiones erróneas o 

parciales que perjudiquen la administración de justicia. 

Uso de IA en la motivación de sentencias 

Finalmente, se discutió la posibilidad de que la IA sea utilizada como una 

herramienta de apoyo en la motivación de sentencias, argumentando  su capacidad para 

analizar grandes volúmenes de información en poco tiempo podría ayudar a fundamentar 

resoluciones judiciales con referencias normativas y jurisprudenciales siempre que se 

verifique la fiabilidad de la información, dado que se enfatizó que la decisión final debe 

siempre recaer en el juez, quien tiene la responsabilidad de comprobar la información 

proporcionada por la IA y aplicarla conforme al derecho y la realidad social del caso en 

cuestión.  

4.3 Discusión de resultados.  

La presente investigación denota que la inserción de la Inteligencia Artificial en la 

administración de justicia es vista desde diferentes posturas, aunque existe el escepticismo 

sobre su aplicación ya que los procesos judiciales contienen elementos que necesitan de un 

análisis subjetivo y por ende una interpretación humana, reconocen que ciertas herramientas 

pueden optimizar varias tareas administrativas, como la organización y análisis de datos, la 
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clasificación de documentos, siempre que no implique utilizar el razonamiento lógico 

humano.  

Entre los desafíos identificados se encuentra la falta de infraestructura tecnológica en 

los juzgados, pues el sistema SATJE, con el cual se maneja la función judicial, opera con un 

modelo mixto y muchos tribunales utilizan equipos obsoletos, puesto que para que la 

inteligencia artificial pueda ser implementada con éxito, es necesaria una inversión en 

modernización tecnológica y conectividad, además, se destacó la resistencia al cambio por 

parte de jueces y abogados, motivada por el desconocimiento sobre la tecnología y el temor 

a que esta reemplace ciertas funciones judiciales, por lo que, se considera que la capacitación 

del personal permitiría una mejor adaptación y aprovechamiento de sus beneficios. 

Una de las principales limitaciones acerca de la Inteligencia Artificial dentro de la 

administración de justicia, se debe a la carencia de un marco jurídico que faculte su uso 

dentro del sistema procesal, es por ello fundamental establecer directrices que organicen y 

regulen su comportamiento, sin que se vean vulnerados derechos fundamentales, a pesar de 

estas limitaciones, los entrevistados coinciden que la IA puede ser empleado para mejorar la 

eficiencia dentro del sistema procesal, acatar los términos judiciales, priorizar casos y ayudar 

en la motivación o redacción de sentencias o resoluciones judiciales. 

Acerca de las etapas en las cuales podría intervenir la inteligencia artificial, se 

identifica que su aplicación podría enfocarse en etapas iniciales, y podría ser útil en etapas 

como la investigación previa, en la calificación de demandas o denuncias, preselección de 

recursos, ya que recopila y organiza información sin la necesidad de la intervención del 

raciocinio humano, sin embargo, aún existe el riesgo debido a los sesgos que puedan 

presentarse en los algoritmos de los sistemas de IA. 
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CAPÍTULO V 

5. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

5.1. Conclusiones 

La presente investigación ha concluido que la Inteligencia Artificial (IA) tiene un 

gran potencial para mejorar la administración de justicia en Ecuador, principalmente en la 

optimización de procesos, para reducir la carga procesal y la agilización de trámites, para 

cumplir los principios de eficiencia, eficacia, celeridad, innovación tecnológica bajo los 

cuales se rige la administración de justicia, dado que, su implementación enfrenta desafíos 

significativos, como la falta de infraestructura tecnológica adecuada, la resistencia de los 

operadores de justicia y la ausencia de un marco normativo que regule su aplicación, aunque 

en otros países su uso ha mostrado resultados positivos, en Ecuador su adopción aún es 

limitada y requiere de esfuerzos coordinados para su integración efectiva. 

En conclusión, se deben considerar a estas herramientas que usan Inteligencia 

Artificial, como un complemento para la labor de jueces, abogados y ciudadanos que activan 

el aparataje judicial, y no como un sustituto del criterio jurídico humano, respetando los 

principios de racionalidad, compilando las experiencias que países como Brasil, Colombia, 

y Argentina han implementado para potenciar la celeridad y eficiencia en sus países, 

recordando su aplicación en la organización de expedientes y automatización de tareas 

administrativas, sin olvidar que su uso requiere de estrictos mecanismos de supervisión para 

evitar errores y sesgos. 

Es fundamental trabajar en un marco normativo que regule la aplicación y 

responsabilidad sobre el uso de herramientas que empleen Inteligencia Artificial que acaten 

los principios de transparencia, responsabilidad y privacidad, mediante lineamientos que 

definan sus límites y alcances dentro del sistema procesal, velando que su aplicación respete 

las garantías básicas del debido proceso y el derecho a la seguridad jurídica. 

A pesar de estos retos, la Inteligencia Artificial representa una oportunidad para 

modernizar la justicia ecuatoriana y hacerla más accesible y eficiente, su correcta 

integración, acompañada de una regulación, formación profesional y supervisión, y una 

inversión económica podría afrontar las brechas socioeconómicas que limita al sistema de 

justicia ecuatoriano, lo cual podría contribuir a la optimización de los procesos judiciales y 

a una mejor administración, con una estrategia bien planificada, la IA puede convertirse en 

un aliado clave para fortalecer la eficiencia y la transparencia en el sistema judicial del país. 
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5.2    Recomendaciones 

Para asegurar una incorporación adecuada y ética de la inteligencia artificial dentro 

del sistema judicial ecuatoriano, es fundamental emplear una estrategia que atienda los 

principales desafíos identificados durante la investigación. Uno de los primeros pasos 

consiste en la construcción de un marco jurídico que faculte el uso de tecnologías basadas 

en IA, y regule su incorporación dentro de los distintos procesos o etapas. Estas 

disposiciones deben definir con claridad los criterios sobre su aplicación, definir los límites 

de su intervención en los procesos judiciales, para que su utilización se ajuste a los principios 

fundamentales del derecho como el principio de transparencia, responsabilidad, debido 

proceso e imparcialidad, por lo que es imprescindible que el Estado asuma un rol activo en 

la generación de leyes que otorguen seguridad jurídica y evite ambigüedades que puedan 

generar vulneración de derechos en el uso inadecuado de estas herramientas tecnológicas. 

Por otra parte, la capacitación de jueces, fiscales y abogados en el uso de 

herramientas de IA, puesto que la resistencia al cambio identificada en la investigación se 

debe, en gran parte, al desconocimiento de la tecnología y a la percepción errónea de que 

esta reemplazará el criterio humano en la toma de decisiones judiciales, por ello, se 

recomienda la creación de programas de formación que permitan a los operadores de justicia 

comprender los alcances y limitaciones de la IA. 

Por último, la implementación de la IA en la justicia debe ser de manera progresiva 

y supervisada, iniciando con su uso en la gestión documental y la automatización de tareas 

administrativas, y evaluando su posible aplicación en otras áreas de manera controlada, la 

IA no debe ser utilizada en la toma de decisiones judiciales hasta que existan mecanismos 

de control adecuados que garanticen su transparencia y equidad, un monitoreo constante 

permitirá identificar errores y ajustar su funcionamiento para evitar riesgos asociados a 

sesgos en los algoritmos o interpretaciones incorrectas de la información procesada. 

Se recomienda que el Consejo de la Judicatura, disponga directrices bajo los cuales, 

se incluya y autorice el uso facultativo y progresivo de sistemas o herramientas de Software, 

que empleen Inteligencia Artificial, como Prometeo, Víctor u otros, que incluya la 

posibilidad de acoger estos mecanismo o herramientas de inteligencia artificial, ya que son 

parte de los organismos y dependencias bajo las cuales tiene por objeto y finalidad la ley, 

con el fin de mejorar la eficiencia dentro de las instituciones de administración de justicia, y 

las instituciones estatales que la componen, reduciendo significativamente el tiempo en el 

que se desarrollan los procedimientos dentro de la Función Judicial. 
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Guía de Entrevista 

 

 

 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE CHIMBORAZO  

       FACULTAD DE CIENCIAS POLITICAS Y ADMINISTRATIVAS 

CARRERA DE DERECHO 

GUÍA DE ENTREVISTA  

Tema de la investigación: La potencialidad de la Inteligencia Artificial como 

mecanismo de eficiencia en la Administración de Justicia 

Consentimiento Informado: 

Estimado/ a 

Le invitamos a participar en una entrevista cuyo objetivo es analizar el impacto de la 

implementación de la Inteligencia Artificial en los Procesos Judiciales, con el fin de 

identificar su aceptación, posibles resistencias y expectativas en relación a la para 

potencializar la eficiencia de la Administración de Justicia, además de recolectar 
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información detallada sobre la viabilidad técnica, económica y social que enfrentaría la 

implementación de la Inteligencia Artificial  

Voluntariedad: Su participación en esta entrevista es completamente voluntaria. 

Confidencialidad: Toda la información proporcionada será tratada con la máxima 

confidencialidad y se utilizará únicamente con fines académicos y de desarrollo de políticas. 

Anonimato: Sus respuestas serán anonimizadas y no se le identificará personalmente en 

ningún informe resultante de este estudio. 

Al continuar con esta entrevista, usted acepta participar en ella bajo las condiciones 

mencionadas. 

1. Con el pasar de los años, la carga procesal en los juzgados y tribunales de 

Riobamba ha generado retrasos en la resolución de casos. ¿Cree que la 

Inteligencia Artificial podría contribuir significativamente a mejorar la 

eficiencia en la administración de justicia? 

 

2. ¿Qué condiciones considera usted que debería tener el Sistema de Justicia 

Legal correspondientes a los Juzgados y Tribunales y sus dependencias en la 

ciudad de Riobamba, además de infraestructura tecnológica, económica, para 

implementar la Inteligencia Artificial? ¿En qué áreas? 

 

 

3. ¿Considera que la IA, enfrentaría un obstáculo al no estar normado su uso o 

funcionamiento dentro del Sistema ecuatoriano? 

 

4. La introducción de tecnología en procesos tradicionales suele generar 

resistencia por parte de los operadores de justicia. ¿Cómo percibe la 

disposición de jueces y abogados para adoptar herramientas de IA en su labor 

diaria? 

5. ¿Está de acuerdo en que la IA puede mejorar la precisión en la revisión de 

documentos legales, como facilitaría la objetividad y eficiencia en la toma de 

decisiones judiciales? 

6. ¿En qué procedimientos Judiciales o etapas de las actividades investigativas, 

usted considera que debieran incluirse el desarrollo y aplicación de la 

Inteligencia Artificial? 

 


